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Se  trata de una investigación jurídica, de tipo descriptivo, con enfoque cualitativo, apoyada en el método 
hermenéutico, toda vez que su desarrollo está fundamentado en fuentes de carácter documental, 
especialmente jurídicas, como lo son la Constitución Política, la legislación y la jurisprudencia existente 
sobre el tema.  En su desarrollo, se analiza la forma en que ha contribuido el tratamiento jurídico penal dado 
al delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos, en la seguridad ciudadana del municipio de San José de 
Cúcuta, periodo 2013-2014; para lo cual se examina la consagración en el Código Penal Colombiano (Ley 
599 de 2000)  del delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos; se determinan las capturas y 
judicializaciones por el delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos, que se produjeron en el Municipio 
de San José de Cúcuta, en los años 2013-2014; y, finalmente, se establece la forma en que puede disminuirse 
el delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos, en el Municipio de San José de Cúcuta.  La estructura 
del trabajo comprende siete (7) capítulos, en los cuales se contextualiza y describe el problema planteado, así: 
En el primer capítulo se referencian las generalidades de la investigación, es decir su título, el planteamiento, 
formulación y sistematización del problema, así como su justificación y objetivos generales y específicos. El 
segundo capítulo presenta el marco de referencia, antecedentes, bases teóricas y bases legales del trabajo. En 
el tercer capítulo se encuentra el diseño metodológico, tipo y método de investigación, la población y 
muestra, los instrumentos diseñados para la recolección de información, el análisis de la normatividad, y el 
análisis inferencial. El cuarto capítulo contiene el desarrollo del primer objetivo específico planteado, como 
es la consagración del delito de fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo de las 
Fuerzas Armadas en la legislación penal colombiana. En el quinto capítulo se presenta el análisis de las 
capturas y judicializaciones por el delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos, que se produjeron en el 
Municipio de San José de Cúcuta, en los años 2013-2014, estudio fundamentado en la consulta de los casos 
registrados en la base de datos del Sistema Penal Oral Acusatorio – SPOA - Fiscalía General de la Nación, 
años 2013-2014. El sexto capítulo presenta la incidencia el delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos 
en la seguridad ciudadana del Municipio de San José de Cúcuta en los años 2013-2014, y algunas acciones 
propuestas para lograr un mejor control a este delito. Por último en el séptimo capítulo, se realizan las 
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La ciudad de San José de Cúcuta, se vio afectada durante los años 2013-2014, por una serie 
de atentados con explosivos (específicamente granadas de fragmentación), dirigidos 
particularmente a establecimientos comerciales, y generados por el no pago de cuotas 
extorsivas por parte de los comerciantes a grupos organizados al margen de la ley, y bandas 
delincuenciales; situación que además, se presenta por la fácil adquisición que tienen este 
grupo de este tipo de elementos explosivos, los cuales adquieren en el mercado negro de 
armas a muy bajo precio.  A lo anterior, se suma, las dificultades existentes en cuanto a la 
captura y judicialización de las personas que cometen estos ilícitos. 
 
Por lo anteriormente expuesto, se desarrolla esta investigación que analiza la forma 
en que ha contribuido el tratamiento jurídico penal dado al delito de fabricación, tráfico y 
porte de explosivos, en la seguridad ciudadana del municipio de San José de Cúcuta, 
periodo 2013-2014; a través del examen de la consagración en el Código Penal Colombiano 
(Ley 599 de 2000)  del delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos; así como de 
determinar las capturas y judicializaciones por el delito de fabricación, tráfico y porte de 
explosivos, que se produjeron en el Municipio de San José de Cúcuta, en los años 2013-
2014; y finalmente establecer la forma en que ha incidido el delito de fabricación, tráfico y 
porte de explosivos en la seguridad ciudadana del Municipio de San José de Cúcuta en los 
años 2013-2014, y proponiendo algunas acciones para lograr un mejor control a este delito 
 
La estructura del trabajo comprende siete (7) capítulos, en los cuales se 
contextualiza y describe el problema planteado, así: 
 
En el primer capítulo se referencian las generalidades de la investigación, es decir 
su título, el planteamiento, formulación y sistematización del problema, así como su 
justificación y objetivos generales y específicos. 
 
El segundo capítulo presenta el marco de referencia, antecedentes, bases teóricas y 




En el tercer capítulo se encuentra el diseño metodológico, tipo y método de 
investigación, la población y muestra, los instrumentos diseñados para la recolección de 
información, el análisis de la normatividad, y el análisis inferencial. 
 
El cuarto capítulo contiene el desarrollo del primer objetivo específico, como es la  
consagración del delito de fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso 
privativo de las Fuerzas Armadas en la legislación penal colombiana (Ley 599 de 2000). 
 
En el quinto capítulo, se presenta el análisis de las capturas y judicializaciones por 
el delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos, que se produjeron en el Municipio de 
San José de Cúcuta, en los años 2013-2014, estudio fundamentado en la consulta de los 
casos registrados en la base de datos del Sistema Penal Oral Acusatorio – SPOA - Fiscalía 
General de la Nación, años 2013-2014. 
 
El sexto capítulo referencia la incidencia el delito de fabricación, tráfico y porte de 
explosivos en la seguridad ciudadana del Municipio de San José de Cúcuta en los años 
2013-2014, y algunas acciones propuestas para lograr un mejor control a este delito. 
 
Por último en el séptimo capítulo, se realizan las conclusiones producto de la 

















Análisis jurídico del tratamiento penal dado al delito de fabricación, tráfico y porte de 




Planteamiento del problema 
 
En los últimos años el empleo de explosivos (granadas de fragmentación) para la comisión 
de atentados contra establecimientos comerciales en el Municipio de San José de Cúcuta, se 
ha hecho frecuente, como una modalidad de las bandas criminales que delinquen en la 
ciudad, y  utilizada con el único propósito de causar daño a los propietarios de los locales 
comerciales y sembrar terror, a fin de que todos los ciudadanos accedan a las pretensiones 
de los delincuentes, afectando con ello la seguridad ciudadana de la ciudad y sus habitantes. 
Gran parte de estos atentados, se dieron en sitios de alta concentración social, como son La 
Central de Abastos, El Centro Comercial Alejandría, y las zonas comerciales de Atalaya. 
 
Estos ataques con explosivos atribuidos a las bandas criminales, se han dado 
principalmente para presionar el pago de extorsiones o por el control del micro tráfico de 
narcóticos, y son cometidos por delincuentes profesionales que se mueven fuertemente 
armados, y que se movilizan en motocicletas, por la facilidad que tienen estos vehículos 
para huir del lugar en donde se perpetra la acción, sin ser detectados por las autoridades, 
dificultándose así su captura, y por ende su judicialización.  
 
Sin embargo, a pesar de lo anterior, la Policía Metropolitana de Cúcuta MECUC 
(2013), ha logrado en colaboración con la Fiscalía, la captura de algunos integrantes, que 
para el año 2013 sólo fue de 68 capturados de estas bandas criminales, especialmente de sus 
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jefes o cabecillas, con lo cual se han debilitado las estructuras de estos grupos, pero su 
actuar aunque en menor proporción a años anteriores, continúa presentándose. 
 
El delito de fabricación, tráfico y porte de armas, municiones de uso restringido, de 
uso privativo de las Fuerzas Armadas o explosivos, se encuentra consagrado en el Artículo 
366, del Código Penal Colombiano, modificado por el artículo 55 de la Ley 1142 de 2007, 
y posteriormente, por el artículo 20 de la Ley 1453 de 2011, así: 
 
El que sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, transporte, 
repare, almacene, conserve, adquiera, suministre, porte o tenga en un lugar armas o 
sus partes esenciales, accesorios esenciales, municiones de uso privado de las Fuerzas 
Armadas o explosivos, incurrirá en prisión de once (11) a quince (15) años. 
 
La pena anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las circunstancias 
determinadas en el inciso 3° del artículo anterior. 
 
Además, de lo anterior, el artículo 25 de la Ley 1453 de 2011 que modificó el artículo 
64 de la Ley 599 de 2000 prohíbe conceder el beneficio de prisión domiciliaria, cuando la 
pena impuesta sea por el delito de terrorismo, y fabricación, tráfico y porte de armas de 
fuego, municiones o explosivos; es decir que este es un delito sin beneficios en la 
legislación penal colombiana. 
 
Pero esto poco parece importarles a los encargados de la comisión de este tipo de 
delitos (bandas criminales), quienes a pesar de lo establecido en las leyes anteriormente 
mencionadas, siguen realizando este tipo de actos, que atentan contra la ciudadanía en 
general, y que generan inseguridad en la ciudad. 
 
El panorama descrito, es el que conlleva a la realización de esta investigación, la 
cual busca analizar la forma en que ha contribuido el tratamiento jurídico penal dado al 
delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos, en la seguridad ciudadana del municipio 





Formulación del problema 
 
¿De qué forma ha contribuido el tratamiento jurídico penal dado al delito de fabricación, 
tráfico y porte de explosivos (capturas y judicializaciones), en la seguridad ciudadana del 
municipio de San José de Cúcuta, periodo 2013-2014? 
 
 
Sistematización del problema 
 
¿Cómo está consagrado en el Código Penal Colombiano (Ley 599 de 2000) el delito de 
fabricación, tráfico y porte de explosivos? 
 
¿Cuál es el estado de los procesos de capturas y judicializaciones por el delito de 
fabricación, tráfico y porte de explosivos, que se produjeron en el Municipio de San José de 
Cúcuta, en los años 2013-2014? 
 
¿Cómo puede disminuirse el delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos, en 





El propósito de la investigación, es analizar el tratamiento dado al delito de fabricación, 
tráfico y porte de explosivos, como un delito sin beneficios en la legislación penal 
colombiana (no habrá rebajas de pena por sentencia anticipada y confesión, ni subrogados 
penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de 
ejecución condicional o suspensión condicional de ejecución de la pena, o libertad 
condicional;  tampoco prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión), en el Municipio 
de San José de Cúcuta, en los años 2013-2014, mediante el análisis de la forma en que ha 
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contribuido el tratamiento jurídico penal dado al delito de fabricación, tráfico y porte de 
explosivos, en la seguridad ciudadana del municipio de San José de Cúcuta, período 2013-
2014. 
 
Una de las principales razones que fundamentan el interés de este grupo 
investigador por profundizar sobre este tema, es la afinidad por el tema, por el hecho de 
hacer parte del equipo de trabajo del Grupo Antiexplosivos de la Fiscalía, de uno de los 
alumnos que realizará este estudio, quien en sus actividades diarias se enfrenta con la 
situación de los ataques o atentados generados por las bandas criminales, contra los 
establecimientos comerciales en la ciudad de Cúcuta.   
 
Además, se considera importante profundizar en esta problemática, toda vez que 
este tipo de eventos se viene presentando con mucha frecuencia en la ciudad, y que 
constituye un atentado contra los derechos humanos, en el cual es difícil tanto la captura, 
como judicialización de quien los comete. 
 
A nivel político y social, es conveniente realizar esta investigación, por cuanto el 
delito de fabricación, tráfico y porte de armas de fuego, municiones o explosivos, ha venido 
afectando significativamente a los comerciantes cucuteños y a la ciudadanía en general, 
generando una sensación de inseguridad ciudadana, que en últimas se traduce en la 
incapacidad del Estado, para garantizar la seguridad de los ciudadanos. 
 
A nivel jurídico, el tema está fundamentado en el derecho penal, y se considera que 
es pertinente de ser abordado, toda vez que tiene relación directa con el objeto de estudio. 
 
La investigación, es viable y factible, ya que se tiene acceso desde la Fiscalía, a la 
información requerida para el mismo, así como la asesoría de expertos en el tema, por parte 
de esta Entidad.  
 
Este estudio puede convertirse en un importante referente para los estudiosos del 
derecho penal, así como para el diseño de políticas públicas de seguridad ciudadana en el 
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Municipio de San José de Cúcuta, toda vez que uno de sus objetivos es establecer la forma 
en que ha incidido el delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos en la seguridad 
ciudadana en el Municipio de San José de Cúcuta en los años 2013-2014, y cómo puede 
lograrse un mejor control a este delito, lo cual se constituiría en el aporte que se entregaría a 








Analizar la forma en que ha contribuido el tratamiento jurídico penal dado al delito de 
fabricación, tráfico y porte de explosivos (capturas y judicializaciones), en la seguridad 





Examinar la consagración en el Código Penal Colombiano (Ley 599 de 2000) el delito de 
fabricación, tráfico y porte de explosivos. 
 
Determinar las capturas y judicializaciones por el delito de fabricación, tráfico y 
porte de explosivos, que se produjeron en el Municipio de San José de Cúcuta, en los años 
2013-2014. 
 
Establecer la forma en que puede disminuirse el delito de fabricación, tráfico y porte 










Con explosivos y granadas, la nueva modalidad de disputa de las bandas criminales en 
Cúcuta. (2013). Elaborado por: Wilfredo Cañizares Arévalo, Director Ejecutivo Fundación 
Progresar, publicado en el Semanario Virtual Caja de Herramientas, Edición N° 00341 – 
Semana del 1º al 7 de Marzo de 2013. En este artículo se presenta un panorama de los 
ataques con explosivos que presentados en el primer trimestre del año 2013, los cuales han 
desatado una generalizada sensación de inseguridad y de miedo. Este es un análisis que no 
pretende otra cosa que llamar la atención no solo a las autoridades, sino también a la 
ciudadanía, de lo que a nuestro parecer está ocurriendo en la ciudad. Esto producto de la 
paciente labor que realizamos al observar diariamente los hechos, de acompañar a las 
víctimas de esta forma de violencia y de tratar de entender la respuesta del Estado. 
          
La amenaza de las armas pequeñas, ligeras y explosivos alp-me. Análisis preliminar 
del caso colombiano. (2011). Elaborado por: Camilo Reyes Rodríguez. Colección 
documentos de investigación Observatorio de Drogas ilícitas y Armas – ODA. No. 1 
Universidad del Rosario Editorial Universidad del Rosario Bogotá, D.C. El objetivo de la 
presente publicación es mostrar un avance preliminar de investigación acerca de las 
amenazas asociadas al comercio lícito e ilícito de armas ligeras y pequeñas, municiones y 
explosivos, así como de los esfuerzos asumidos por Colombia para combatir este flagelo. 
Para desarrollar dicho objetivo, el documento se divide en tres grandes temas: en el primero 
se aborda la amenaza de las ALP-ME en el escenario internacional, en el caso colombiano 
y en el marco multilateral; en el segundo se exponen los compromisos internacionales en 
los ámbitos global y regional y su implementación en Colombia; y en el tercero se plantean 
los valores éticos y jurídicos del desarme y se analizan algunas experiencias obtenidas en el 
país en esa materia.  
 
Los explosivos como elemento de subversión y la criminalística.  Elaborado por: 
MY. José Antonio Tatis Pacheco. Oficial Policía Nacional - Jefe División Criminalística 
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(DIJIN).  Este artículo se centra en el estudio de uno de los fenómenos más preocupantes 
que se ha venido presentando en el país, como es el de la utilización de explosivos en casi 
todas las actividades que desarrolla la subversión, en sus propósitos por intimidar al país, 
destacándose la emboscada a las patrullas del Ejército y la Policía, la voladura de 
oleoductos, así como los atentados a personalidades vinculadas con la explotación petrolera 







La seguridad ciudadana, entendida la protección del normal funcionamiento de las 
instituciones democráticas, la defensa del ciudadano ante la criminalidad en cada una de sus 
facetas y tipologías, la defensa de los ciudadanos ante la corrupción y otras formas de 
actuaciones asociales que puedan impedir o dificultar el normal desarrollo y disfrute de los 
derechos fundamentales de la persona (Delgado y Guardia, 1994, citado en Rosa del Olmo, 
2000), adquirió mayor importancia a partir de la década de los 80, con el incremento de la 
relación violencia-criminalidad en espacios urbanos. Así mismo, el fenómeno de 
urbanización acelerada y descontrolada que se constata desde esta época influye en la 
mayor visibilidad e impacto que tienen estas conductas delictivas en la población civil.  
 
La seguridad ciudadana, aparece entonces, como concepto emergente en la década de 
los ochenta, y con mayor énfasis en los noventa. Por lo general, la expresión es entendida 
como referencia a varios aspectos inherentes a la vida social organizada y se utiliza, la 
mayoría de las veces “en relación con el tema de la criminalidad”. (Rico & Chinchilla, 
2002). 
 
La noción o concepto de la seguridad ciudadana es un término utilizado hoy en día en 
labores de la seguridad pública. Los procesos de democratización iniciados en los 80' y 
consolidados a lo largo de la última década en América Latina han ido fortaleciendo esta 
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redefinición. Sin embargo, la conjunción de estos procesos delinea una nueva idea de 
seguridad, basada en el fundamento de la libertad, derecho y tranquilidad. En ese sentido, la 
concepción de seguridad ciudadana es un concepto muy amplio y difícil de definir por las 
diversas connotaciones objetivas y subjetivas que encierra, en tanto se relaciona más que 
con el Estado, con el individuo y con su seguridad cotidiana. 
 
Por lo tanto, la aparición del término de seguridad ciudadana como concepto 
alternativo y democratizador es utilizada para re-definir tareas referentes a la seguridad 
pública. Ahora bien, desde esta perspectiva se plantea que la seguridad ciudadana, tiene 
como principal papel y significado; el evitar una agresión violenta en la integridad física y 
sobre todo poder disfrutar y circular tranquilamente por calles, sin miedo a ser asaltado. 
(PNUD, 1998, p. 128). Para Serrano (1999, p. 264), “comprende la tranquilidad, el sosiego, 
la convivencia pacífica; es la condición de orden, la ausencia de conflicto, lo cual garantiza 
el ejercicio de los derechos fundamentales”. 
 
La Organización de Estado Americanos (OEA), en su Declaración de Montrouis 
(1995), indica que por seguridad ciudadana debe entenderse la seguridad de todas las 
personas sujetas a la jurisdicción del Estado. Considera, además, que la seguridad 
ciudadana involucra elementos esenciales para el desarrollo de la sociedad, y que la 
criminalidad, la impunidad y la deficiencia de los sistemas judiciales y policiales afectan el 
normal desenvolvimiento de la vida de las sociedades, amenazan la consolidación de las 
democracias, deterioran los niveles de vida de la población e impiden la vigencia plena de 
los derechos humanos y garantías de las personas. 
 
Así, en cuanto a la connotación del término, la seguridad ciudadana se relaciona con 
el conjunto de sistemas de protección y respeto de la vida, la integridad física y los bienes 
de los ciudadanos frente a los riesgos a que se ve enfrentado como persona integrante de 
una sociedad. La seguridad ciudadana, en tanto, implica que los ciudadanos, de manera 
individual y colectiva, están en situación de vivir y convivir disponiendo de una protección 
necesaria tal que les permita superar lo peligros propios de un entorno social riesgoso, aun 
cuando en la práctica dicho entorno va a proporcionar siempre distintos grados de 
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inseguridad derivados de la acción de personas, grupos e instituciones o de elementos del 
medio natural que amenacen la vida, la integridad física o de los bienes de las personas. La 
concreción o el logro de este tipo de seguridad, se entiende que es de responsabilidad tanto 
de la policía como de los ciudadanos mismos”. (De la Puente, en Genchi, 2000, p. 16). 
 
La seguridad ciudadana es la condición, la situación social que permite y asegura el 
libre ejercicio de los derechos individuales y colectivos de las personas y la percepción por 
parte de estas de tal situación. 
 
Se entiende por seguridad ciudadana la protección universal a los ciudadanos frente 
a aquellos delitos y contravenciones que afecten su dignidad, su seguridad personal y la de 
sus bienes, y frente al temor a la inseguridad.  Según, el Departamento Nacional de 
Planeación - Dirección de Justicia, Seguridad y Gobierno (2011): 
 
La seguridad ciudadana es pues un concepto jurídico que implica tanto el deber del 
Estado para preservar la tranquilidad individual y colectiva de la sociedad ante 
peligros que pudieran afectarla, así como garantizar el ejercicio de los derechos y 
libertades fundamentales de la persona humana.  
 
El instructor peruano en Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario 
certificado por el Comité Internacional de la Cruz Roja David Carhuamaca Zereceda (s/f), 
define la seguridad ciudadana como “aquella situación de normalidad en la que se 
desenvuelven las personas, desarrollando actividades individuales y colectivas con ausencia 
de peligro o perturbaciones; siendo además éste un bien común esencial para el desarrollo 
sostenible tanto de las personas como de la sociedad.” 
 
Pero también se puede entender el concepto de seguridad ciudadana como aquella 
acción donde se involucran, para fines de la seguridad pública, tanto la acción política de la 
ciudadanía, como las actividades que por ley el Estado tiene que proporcionar, sin embargo 
esta actividad no puede ser posible sin la participación mutua, eficaz y eficiente, tomando 
en cuenta que no se trata de eximir al aparato gubernamental de su obligación social, pero 
20 
 
sí estimar que en este fenómeno en particular, dada sus características especiales, no es 
posible la obtención de resultados positivos sin la interacción de ambas instancias. Así, la 
seguridad ciudadana va a tener una doble implicancia: implica una situación ideal de orden, 
tranquilidad y paz, que es deber del Estado garantizar y, asimismo, implica también el 
respeto de los derechos y cumplimiento de las obligaciones individuales y colectivas. 
 
También se puede señalar que seguridad ciudadana es un sentido amplio para el libre 
ejercicio de los derechos y libertades, concepto a partir del cual se podría señalar que la 
seguridad ciudadana se convierte en un valor jurídicamente protegido en todos los 
ordenamientos. (González, s/f). 
 
“La seguridad ciudadana como un sistema preventivo, está dirigida a eliminar o por 
lo menos disminuir las probabilidades de generar violencia y que produzcan víctimas, en 
tanto ofrece a los ciudadanos hacer cumplir sus garantías de seguridad moral y física que 
garanticen su vida y sus bienes”. (Molina, 2002, p. 5). “Algunos países han adoptado el uso 
del nuevo concepto de seguridad como elementos centrales están: la protección de los 
ciudadanos y la necesidad de un nuevo perfil de la policía”. (Comisión Andina de Juristas, 
1999, p. 249).  
 
La seguridad y convivencia ciudadana es un asunto de todos en la sociedad, su logro 
demanda no solo el concurso de los poderes públicos, en función de sus competencias 
misionales, sino de los esfuerzos articulados de las entidades nacionales y territoriales del 
Estado con el sector privado, la sociedad civil organizada y la ciudadanía en general. 
 
“Estas definiciones señaladas permiten ver que la seguridad ciudadana sobrepasa la 
esfera de la acción policial para demandar la participación coordinada de organismos e 
instituciones, tanto del Estado como de la sociedad civil”. (Bernales, p. 107). De allí, se 
entiende que la participación activa de la ciudadanía aparece como la superación de la 




“La Seguridad Ciudadana es una situación social, donde predomina la sensación de 
confianza, entendiéndose la como ausencia de riesgos y daños a la integridad física y 
psicológica, donde el Estado debe garantizar la vida, la libertad y el patrimonio ciudadano”. 
(Plan Distrital de Seguridad Ciudadana de Santiago de Surco, 2007). Se entiende por 
seguridad ciudadana, la protección universal a los habitantes de un territorio frente a 
aquellos delitos y contravenciones que afecten su dignidad, seguridad personal y la de sus 
bienes y ante el temor a la inseguridad. 
 
Es por eso que desde la Presidencia de la República se ha implementado la Política 
Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana; una estrategia implacable contra el delito 
y sus causas, orientada a enfrentar el fenómeno desde diferentes frentes, que incluye 
acciones que van desde la prevención hasta la penalización. 
 
La Política Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana –PNSCC, (2011), define 
la seguridad ciudadana, como: “La protección universal a los ciudadanos frente a aquellos 
delitos y contravenciones que afecten su dignidad, su seguridad personal y la de sus bienes, 
y frente al temor a la inseguridad. La convivencia, por su parte, comprende la promoción 
del apego y la adhesión de los ciudadanos a una cultura ciudadana basada en el respeto a la 
ley, a los demás y a unas normas básicas de comportamiento y de convivencia social”. 
 
La seguridad ciudadana debe entenderse como el conjunto de acciones jurídicas y 
materiales a cargo de las autoridades político-administrativas, con atribuciones ordinarias 
de policía, tendientes a garantizar con el apoyo de la Fuerza Pública, el normal ejercicio de 
los derechos y libertades de las personas para el logro de la convivencia pacífica de los 
habitantes del territorio nacional. 
 
La Comisión Andina de Juristas, en la I Reunión Técnica sobre “Seguridad 
Ciudadana y Democracia” en agosto de 1998, precisa la existencia de algunos elementos 
centrales en la noción de seguridad ciudadana. En primer lugar, la protección de los 
ciudadanos debe darse dentro de un marco de respeto de la Constitución y de las leyes. En 
este sentido, la seguridad ciudadana se constituye en un marco central para el desarrollo de 
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los derechos humanos. En segundo lugar, la seguridad ciudadana no se limita 
exclusivamente a la lucha contra la delincuencia, sino que busca crear un ambiente propicio 
y adecuado para la convivencia pacífica de las personas. En tercer lugar, los aspectos 
señalados permiten ver que la seguridad ciudadana sobrepasa la esfera de la acción policial, 
demanda la participación coordinada de otros organismos e instituciones tanto del Estado 
como de la sociedad civil. En cuarto lugar, la seguridad ciudadana define la Policía como 
un servicio de naturaleza civil orientado a la comunidad, antes que hacia el Estado. 
 
Si bien se entiende que la seguridad ciudadana es una necesidad que requiere ser 
resuelta por el Estado, con los cuerpos de Policía como dinamizadores y articuladores, 
donde se madura la relación entre autoridades y comunidad, la cual se caracteriza por ser 
integral, flexible, dinámica, efectiva, eficiente y por privilegiar la prevención y la 
investigación, es importante establecer que la seguridad ciudadana en el marco del servicio 
de Policía debe entenderse como el conjunto de acciones jurídicas y materiales a cargo de 
las autoridades político-administrativas, con atribuciones ordinarias de Policía, tendientes a 
garantizar con el apoyo de la Fuerza Pública, el normal ejercicio de los derechos y 
libertades de las personas para el logro de la convivencia pacífica de los habitantes del 
territorio nacional. 
 
Finalmente, se puede indicar que la base de lo que hoy se entiende por seguridad 
ciudadana es lograr la interrelación en sociedad y que esté orientada a una convivencia 
armoniosa, tolerante y pacífica de sus integrantes. En definitiva uno de los objetivos que 
persigue la seguridad ciudadana es que las personas puedan desarrollarse y alcanzar la 
calidad de vida que deseen en un marco de libertad, sin temores a contingencias o peligros 








Los explosivos son compuestos químicos, son compuestos químicos o mezclas que al 
activarse se queman y se descomponen con la generación de grandes cantidades de gas y 
calor, con los efectos consecuentes de la  producción de una onda expansiva de alta presión, 
y por esta razón son ampliamente utilizados en la industria militar y civil.  
 
El incremento de la producción de este tipo de sustancias se dio con el inicio de la 
primera guerra mundial y la creación de fábricas únicamente dedicadas a su producción. 
 
Se dividen básicamente en explosivos de alto orden como el TNT y explosivos de 
bajo orden como la pólvora.  
 
Los explosivos de alto orden tienen una velocidad de combustión elevada, de varios 
km/s, alcanzando velocidades de detonación y por eso son aptos para la demolición.  
 
Los explosivos de bajo orden queman a una velocidad de varios cientos de metros por 
segundo, llegando incluso a velocidades de un par de km/s, lo que se llama deflagración 
(los explosivos de bajo orden no detonan). Son utilizados para la propulsión y para los 
fuegos artificiales. 
 
En Colombia, los explosivos más utilizados por los grupos terroristas colombianos 
para derribar puentes son el anfo y la pentolita. El anfo es la combinación de nitrato de 
amonio, producido comúnmente como fertilizante con Fuel-Oil o cualquier derivado del 
petróleo. La pentolita es la combinación de TNT y pentrita. Sin embargo, en el caso de las 
bandas criminales, los explosivos más utilizados son las granadas (elemento de uso 
privativo de las Fuerzas Militares), pero que es posible conseguirlos en el mercado negro de 
armas de la ciudad, o son traídos de otras ciudades, o hasta de Venezuela; y con este tipo de 
atentados buscan presionar el pago de extorsiones. Los ataques tienen como propósito 
causar daño a los propietarios de los locales comerciales y sembrar pánico en la ciudadanía.  
 
La granada de fragmentación es la denominación que se le da a la granada que al 
explotar dispersa una gran cantidad de esquirlas o metralla. Para ello va recubierta de metal 
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o suele ir introducida en un "vaso" o recipiente metálico repleto de bolitas metálicas que 
actúan como metralla. Su elevado peso hace que se las denomine defensivas, porque se 
supone que las arroja un defensor a corta distancia mientras está parapetado tras un muro o 
en una trinchera contra un atacante que le está asaltando.  
 
Las granadas de ruptura lo único que hacen es detonar su explosivo sin proyectar 
metralla; por supuesto, que causan daños si caen cerca de una persona, pero al ser más 
ligeras al no llevar esos componentes metálicos se las considera ofensivas. No hay peligro 
que la fuerza de la explosión lesione al que la ha arrojado, mientras que con la defensiva 





Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, 
Municiones, Explosivos y otros Materiales Relacionados.  Aprobada durante la Primera 
Sesión Plenaria el 13 de noviembre de 1997, Organización de los Estados Americanos 
(Adoptada en Colombia, mediante la Ley 737 de 2002) 
 
Artículo I. Definiciones. A los efectos de la presente Convención, se entenderá por: 
 
5. "Explosivos": toda aquella sustancia o artículo que se hace, se fabrica o se utiliza 
para producir una explosión, detonación, propulsión o efecto pirotécnico, excepto: 
 
a) Sustancias y artículos que no son en sí mismos explosivos; o 
 
b) Sustancias y artículos mencionados en el anexo de la presente Convención. 
 
 




El propósito de la presente Convención es: 
 
Impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados; 
 
Promover y facilitar entre los Estados Partes la cooperación y el intercambio de 
información y de experiencias para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico 
ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados. 
 
 
Constitución Política de Colombia de 1991 
 
Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la 
vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia 
nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia 
de un orden justo. 
 
 Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, 
y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 
 
Artículo 223. Sólo el Gobierno puede introducir y fabricar armas, municiones de 
guerra y explosivos. Nadie podrá poseerlos ni portarlos sin permiso de la autoridad 
competente. Este permiso no podrá extenderse a los casos de concurrencia a reuniones 
políticas, a elecciones, o a sesiones de corporaciones públicas o asambleas, ya sea para 
actuar en ellas o para presenciarlas. 
 
Los miembros de los organismos nacionales de seguridad y otros cuerpos oficiales 
armados, de carácter permanente, creado o autorizado por la ley, podrán portar armas bajo 
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Ley 522 de 1999 
Por la cual se expide el Código Penal Militar 
 
Artículo 152: “Fabricación, posesión y tráfico ilegal de armas de fuego, municiones y 
explosivos. “El que sin permiso de autoridad competente introduzca al país, saque de éste, 
fabrique, repare, almacene, conserve, adquiera o suministre a cualquier título, o porte armas 
de fuego, municiones o explosivos, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años. 
 
Si las armas, municiones o explosivos son de uso privativo de la Fuerza Pública, la 
pena será de prisión de tres (3) a diez (10) años. 
 
La pena señalada en los incisos anteriores, se aumentará hasta en otro tanto si las 




Ley 599 de 2000, por la cual se expide el Código Penal. 
 
ARTICULO 366. FABRICACIÓN, TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS Y MUNICIONES 
DE USO PRIVATIVO DE LAS FUERZAS ARMADAS. El que sin permiso de autoridad 
competente importe, trafique, fabrique, repare, almacene, conserve, adquiera, suministre o 
porte armas o municiones de uso privativo de las fuerzas armadas, incurrirá en prisión de 
tres (3) a diez (10) años. 
 
La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las 





Ley 890 de 2004 
Por la cual se modifica y adiciona el Código Penal. 
 
ARTÍCULO 366. El que sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, 
repare, almacene, conserve, adquiera, suministre o porte armas o municiones de uso 
privativo de las fuerzas armadas, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento 
ochenta (180) meses. 
 
La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las 
circunstancias determinadas en el inciso 2 del artículo anterior. 
 
 
Ley 737 de 2002 
Por medio de la cual se aprueba la "Convención Interamericana contra la fabricación y el 
tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados", 
adoptada en Washington, D. C., el catorce (14) de noviembre de mil novecientos noventa y 
siete (1997) 
 
Artículo 1. Apruébese la "Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico 
Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y otros Materiales Relacionados", 







Ley 1119 de 2006 
Por la cual se actualizan los registros y permisos vencidos para el control al porte y 




Artículo 2°. Multa.  
 
1. Será sancionado con multa equivalente a un cuarto (1/4) de salario mínimo legal 
mensual vigente, el que incurra en cualquiera de las siguientes conductas: 
 
d) No informar dentro de los treinta (30) días siguientes a la autoridad militar 
competente de la jurisdicción sobre la pérdida o hurto del arma, munición, explosivo o sus 
accesorios; 
 
e) Transportar armas o municiones y explosivos sin cumplir con los requisitos de 
seguridad que para el transporte establezca el Comando General de las Fuerzas Militares; 
 
2. Será sancionado con multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual 
vigente, el que incurra en cualquiera de las siguientes conductas: 
 
a) Consumir licores o usar sustancias psicotrópicas portando armas, municiones, 
explosivos o sus accesorios en lugar público; 
 
b) Permitir, en el caso de las personas jurídicas, que las armas, municiones, 
explosivos o accesorios sean poseídos o portados en sitio diferente al autorizado; 
 
d) Portar, transportar o poseer armas, municiones, explosivos o materiales 
relacionados sin el permiso o licencia correspondiente, a pesar de haber sido expedido. 
 
Parágrafo 1°. Para el caso de los literales b) a la g) del numeral 1 y los literales a) a la 
d) del numeral 2 del presente artículo, transcurridos treinta (30) días contados a partir de la 
fecha de ejecutoria de la resolución que impone la multa, y esta no se hubiere cancelado, 
procederá el decomiso del arma, munición o explosivo. Cancelada la multa dentro del 






Ley 1142 de 2007 
Por medio de la cual se reforman parcialmente las Leyes 906 de 2004, 599 de 2000 y 600 
de 2000 y se adoptan medidas para la prevención y represión de la actividad delictiva de 
especial impacto para la convivencia y seguridad ciudadana. 
 
Artículo 55. El artículo 366 de la Ley 599 de 2000, Código Penal, quedará así: 
 
ARTÍCULO 366. FABRICACIÓN, TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS Y 
MUNICIONES DE USO PRIVATIVO DE LAS FUERZAS ARMADAS. El que sin 
permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, repare, almacene, conserve, 
adquiera, suministre o porte armas o municiones de uso privativo de las fuerzas armadas, o 
explosivos, incurrirá en prisión de cinco (5) a quince (15) años. 
 
La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las 
circunstancias determinadas en el inciso 2o del artículo anterior. 
 
 
Ley 1453 de 2011 
Por medio de la cual se reforma el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el 
Código de Infancia y Adolescencia, las reglas sobre extinción de dominio y se dictan otras 
disposiciones en materia de seguridad. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 366 de la Ley 599 de 2000 quedará así: 
 
Artículo 366. Fabricación, tráfico y porte de armas, municiones de uso restringido, de 
uso privativo de las Fuerzas Armadas o explosivos. El que sin permiso de autoridad 
competente importe, trafique, fabrique, transporte, repare, almacene, conserve, adquiera, 
suministre, porte o tenga en un lugar armas o sus partes esenciales, accesorios esenciales, 
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municiones de uso privado de las Fuerzas Armadas o explosivos, incurrirá en prisión de 
once (11) a quince (15) años. 
 
La pena anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las circunstancias 
determinadas en el inciso 3o del artículo anterior. 
 
ARTÍCULO 25. DETENCIÓN DOMICILIARIA PARA FAVORECER LA 
REINTEGRACIÓN DEL CONDENADO. El artículo 64 de la Ley 599 de 2000 quedará 
así: 
 
Artículo 64. Libertad condicional. El juez podrá conceder la libertad condicional al 
condenado a pena privativa de la libertad previa valoración de la gravedad de la conducta 
punible, cuando haya cumplido las dos terceras partes de la pena y su buena conducta 
durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer 
fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena. En todo caso su 
concesión estará supeditada al pago total de la multa y de la reparación a la víctima o se 
asegure el pago de ambas mediante garantía personal, prendaria, bancaria o mediante 
acuerdo de pago. 
 
El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como período de 
prueba. Cuando este sea inferior a tres años, el juez podrá aumentarlo hasta en otro tanto. 
 
PARÁGRAFO. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el 
lugar de residencia o morada del sentenciado, excepto en los casos en que el sentenciado 
pertenezca al grupo familiar de la víctima, cuando haya cumplido la mitad de la condena y 
concurran los presupuestos contemplados en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 38 de la 
Ley 599 de 2000, siempre que la pena impuesta no sea por delitos de genocidio, contra el 
Derecho Internacional Humanitario, desaparición forzada, secuestro extorsivo, tortura, 
desplazamiento forzado, tráfico de menores de edad, uso de menores de edad para la 
comisión de delitos, tráfico de migrantes, trata de personas, delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexuales, extorsión, concierto para delinquir agravado, lavado de 
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activos, terrorismo, usurpación y abuso de funciones públicas con fines terroristas, 
financiación del terrorismo y de actividades de delincuencia organizada, administración de 
recursos con actividades terroristas y de delincuencia organizada, financiación del 
terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, delitos 
relacionados con el tráfico de estupefacientes, fabricación, tráfico y porte de armas y 
municiones de uso privativo de las Fuerzas Armadas, y fabricación, tráfico y porte de armas 
de fuego, municiones o explosivos. 
 
 
Decreto 2535 de 1993 
Por el cual se expiden normas sobre armas, municiones y explosivos. 
 
Artículo 2. Exclusividad. Sólo el Gobierno puede introducir al país, exportar, fabricar y 
comercializar armas, municiones, explosivos y las materias primas, maquinaria y artefactos 
para su fabricación y ejercer el control sobre tales actividades 
 
Artículo 3. Permiso del Estado. Los particulares de manera excepcional, sólo podrán 
poseer o portar armas, sus partes, piezas, municiones, explosivos y sus accesorios, con 
permiso expendido con base en la potestad discrecional de la autoridad competente. 
 
Artículo 4. Exclusión de responsabilidad. El permiso concedido a los particulares 
para la tenencia o porte de las armas, sus partes, piezas, municiones, explosivos y 
accesorios se expedirá bajo la responsabilidad absoluta del titular del permiso y no 
compromete la responsabilidad del Estado, por el uso que de ellas se haga. 
 
Artículo 50. Definición. Se entiende por explosivo, todo cuerpo o mezcla que en 
determinadas condiciones puede producir rápidamente una gran cantidad de gases con 
violentos efectos mecánicos o térmicos. 
 
Artículo 51. Venta. La venta de explosivos o sus accesorios se realizará previo el 






Parágrafo 3º. El Gobierno Nacional podrá ejercer control sobre los elementos 
requeridos para uso industrial, que sin serlo individualmente, en conjunto conforman 
substancias explosivas y sobre los elementos que sin serlo de manera original, mediante un 
proceso pueden transformarse en explosivos. 
 
Artículo 52. Responsabilidad. Toda persona natural o jurídica que adquiera 
explosivos responde por su correcta y exclusiva utilización para los fines detallados en la 
solicitud de compra. El comprador se hará acreedor a las sanciones legales a que haya 
lugar, por uso indebido o destinación diferente que se haga de estos elementos, 
provenientes de dolo, negligencia o descuido en las medidas de control establecidas. 
 
Artículo 53. Transporte aéreo. El transporte aéreo de armas, municiones, explosivos y 
sus accesorios, se efectuará observando las regulaciones del Departamento Administrativo 
de Aeronáutica Civil, o la entidad que haga sus veces de acuerdo con lo estipulado en el 
Manual de Reglamentos Aeronáuticos y las demás disposiciones que se dicten sobre el 
particular. 
 
Artículo 54. Transporte de explosivos. El transporte de explosivos y sus accesorios 
dentro del territorio nacional se efectuará de acuerdo con los requisitos que expida el 
Comando General de las Fuerzas Militares. 
 
Artículo 55. Provisión y registro de explosivos. Para la provisión de explosivos las 
personas naturales o jurídicas que tengan autorización legal para el empleo de los mismos 
con fines industriales, se establecerán marcas, numeración o distintivos especiales con el fin 
de controlar las cantidades indispensables para su uso. 
 
Estas personas implementarán un archivo en el cual consten la calidad, características 




Artículo 56. Cesión. Sólo podrá efectuarse la cesión de explosivos, previa 
autorización de la autoridad militar competente. 
 
 
Decreto 1809 de 1994 
Por el cual se reglamenta el Decreto 2535 de1993 
 
Artículo 11. Para la compra de explosivos en la Industria Militar, a que se refiere el artículo 
51 del Decreto 2535 de 1993, el interesado deberá cumplir con lo siguiente: 
 
a) Entidades Públicas 
 
1. Solicitud de la entidad interesada, dirigida al Departamento Control Comercio 
Armas, Municiones y Explosivos, en Santafé de Bogotá o al Comandante de la Brigada, 
Unidad Táctica, Base Naval o Aérea de la ciudad en donde exista almacén de la Industria 
Militar, en la cual deberá indicarse: 
 
a) Clase, cantidad de explosivos y accesorios que necesitan. 
 
b) Actividad para la cual requiere el explosivo. 
 
c) Forma y seguridad del almacenamiento. 
 
d) Lugar donde se utilizarán los explosivos y ubicación exacta. 
 
2. Constancia expedida por la autoridad militar de la zona o lugar donde se van a 
emplear los explosivos: nombre de las personas designadas para su control y forma de 
empleo. 
3. Acreditar debidamente a la persona encargada de efectuar la tramitación y recibir 




4. Libro de Control y movimiento de los explosivos y sus accesorios. 
 
5. Cuadro mensual de uso o empleo de explosivos y sus accesorios. 
´ 
b) Personas Jurídicas de Derecho Privado. 
 
1. Solicitud en los términos de que trata el literal a) numeral 1 del presente artículo, 
indicando: 
 
a) Clase, cantidad de explosivos y accesorios que necesita; 
 
b) Justificación de la cantidad de explosivos y accesorios solicitados; 
 
c) Prueba de la actividad para la cual se requiere el explosivo; 
 
d) Formas y Seguridad de almacenamiento; 
 
e) Ubicación exacta del lugar donde se utilizarán. 
 
2. Constancia expedida por la autoridad militar de la zona o lugar donde se van a 
emplear los explosivos: nombre de las personas designadas para su control y forma de 
empleo. 
 
3. Certificado de existencia y representación legal. 
 
4. Certificado judicial nacional vigente del representante legal. 
 





6. Libro de control y movimiento de explosivos y accesorios. 
 
7. Cuadro mensual de consumo de explosivos y accesorios. 
 
c) Personas Colombianas o extranjeras. 
 
1. Solicitud dirigida al Departamento Control Comercio Armas, Municiones y 
Explosivos en la guarnición de Santafé de Bogotá o al Comandante de la Brigada, Unidad 
Táctica, Base Naval o Aérea de la guarnición más cercana en donde exista almacén de la 
Industria Militar indicando lo siguiente: 
 
a) Clase, cantidad de explosivos y accesorios que necesita; 
 
b) Justificación de la cantidad de explosivos y accesorios solicitados; 
 
c) Forma y Seguridad de almacenamiento; 
 
d) Ubicación exacta del lugar donde se utilizarán. 
 
2. Constancia expedida por la autoridad militar de la zona o lugar donde se van a 
emplear los explosivos, en la cual se dé el concepto y se registre el uso que les dará, las 
medidas de seguridad para su empleo, lugar de almacenamiento, nombre de la persona 
asignada para el control y forma de ejercerlo. 
 
3. Certificado judicial nacional vigente del solicitante. 
 
4. Libro de control y movimiento de los explosivos y accesorios. 
 




6. Para la explotación de minas de cualquier naturaleza, los peticionarios, deberán 
presentar la correspondiente licencia expedida por la autoridad competente. 
 
 
Decreto 334 de 2002 
Por la cual se establecen normas en materia de explosivos 
 
Artículo 3. Responsabilidad. Toda persona natural o jurídica que adquiera explosivos y 
accesorios de voladuras, y/o materias primas controladas, responde por su correcta y 
exclusiva utilización para los fines detallados en la solicitud de compra. El importador 
productor, distribuidor, transportador, comprador, se hará acreedor a las sanciones legales a 
que haya lugar, por uso indebido o destinación diferente que se haga de estas sustancias. 
Igualmente a las sanciones administrativas que pueda imponer la autoridad competente. 
 
Artículo 4. Definición. Conforme al artículo 50 del Decreto-Ley 2535 de 1993, se 
entiende por explosivo, todo cuerpo o mezcla que en determinadas condiciones puede 
producir rápidamente una gran cantidad de gases con violentos efectos mecánicos o 
térmicos. 
 
Artículo 5. Clasificación. La industria militar será el organismo competente para 
clasificar como explosivos para todos los efectos legales, las materias primas o insumos 
que sin ser explosivos individualmente, en conjunto conforman una sustancia explosiva, y 
de ello informarán al Ministerio de Comercio Exterior, a la Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales, DIAN, y al Departamento Administrativo de Seguridad, DAS. 
 
Artículo 7. Inscripción en el registro. Los usuarios de los numerales 1º al 3º del 
artículo 6º de este decreto, deberán inscribirse como tales ante el departamento de control 
comercio de armas, municiones y explosivos del comando general de las Fuerzas Militares, 
que llevará un registro donde deben constar como mínimo, los datos básicos para 
identificar a los inscritos y sus antecedentes en el manejo de las sustancias clasificadas 






a) Formulario debidamente diligenciado; 
 
b) Certificado de la Cámara de Comercio, si es persona jurídica, con una vigencia no 
mayor a 30 días de expedido; 
 
c) El certificado judicial del solicitante; 
 
d) Autorización por escrito, para la consulta de los antecedentes judiciales y 
disciplinarios; 
 
e) Libro de control y movimiento del producto; 
 
f) Ubicación exacta donde serán utilizadas las sustancias solicitadas, y 
 
g) Cuando se trate de nitrato de amonio, registro ante el ICA como importador, 




a) Clase, cantidad y especificaciones técnicas del material a producir; 
 
b) Ubicación de la planta o plantas de producción; 
 
c) Sistemas de seguridad de la planta, y 
 
d) Cuando se trate de nitrato de amonio, certificación del cupo asignado por el 




2. Importadores y distribuidores 
 
a) Plan anual de compra de la sustancia solicitada y su justificación; 
 
b) Plan anual de ventas de la sustancia solicitada; 
 
c) Concepto favorable del comandante de la unidad militar de la jurisdicción donde se 
van a almacenar en relación con los medios de que dispone el usuario, para ejercer el 
control que exigen las normas relativas a la seguridad. 
 
 
Decreto número 1070 de 2015 
Por el cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de 
Defensa 
 
Artículo 2.2.4.1.11. Explosivos. La compra de explosivos en la Industria Militar, a que se el 




1. Solicitud de la entidad interesada, dirigida al Departamento Control Comercio 
Armas, Municiones y Explosivos, en de Bogotá o al Comandante de la Unidad Táctica, 
Naval o Aérea la ciudad en donde exista almacén de la Industria Militar, en la cual deberá 
indicarse:  
 
a) Cantidad de explosivos y accesorios que necesitan. 
 
b) Actividad para la cual requiere el explosivo.  
c) Forma y seguridad del almacenamiento.  
 




Constancia expedida por la autoridad militar la zona o lugar donde se van a emplear 
los explosivos: nombre las designadas para su control y forma empleo. 
 
3. Acreditar debidamente a la persona encargada efectuar tramitación y material 
solicitado. 
 
4. Libro de Control y movimiento de los explosivos y sus accesorios. 
 
Cuadro mensual uso o empleo de explosivos y sus accesorios. 
 
b) Personas Jurídicas de Derecho Privado. 
 
1 Solicitud en los términos que trata literal a) numeral 1 del artículo indicando: 
 
a) Clase, cantidad explosiva y accesoria, que necesita; 
 
b) Justificación la cantidad explosivos y accesorios solicitados; 
 
c) Prueba de la actividad para la cual se requiere explosivo; 
 
d) Formas y Seguridad de almacenamiento; 
 
Ubicación exacta del lugar donde se utilizarán. 
 
Constancia expedida por la autoridad militar de la zona o lugar donde se van a 
explosivos: nombre de personas designadas para su control y forma de empleo. 
 
3. Certificado de existencia y representación legal 
 




5. Licencia exploración, explotación y permiso funcionamiento otorgado por las 
autoridades competentes. 
 
6. Libro de control y movimiento de explosivos y accesorios. 
 
7. Cuadro mensual de consumo de explosivos y accesorios  
 
c) Personas Colombianas o extranjeras. 
 
1. Solicitud dirigida al Departamento Control Bogotá o al Departamento Control 
Comercio de  Armas, Municiones y Explosivos en la guarnición de Santafé a, Unidad 
Táctica, Base Naval o Aérea de la guarnición almacén la Industria Militar indicando lo 
siguiente: 
 
a) Clase, cantidad de explosivos y accesorios que necesita. 
 
b) Justificación de la cantidad de explosivos y accesorios solicitados; 
 
c) Forma y Seguridad de Almacenamiento 
 
d) Ubicación exacta del lugar donde se utilizan 
 
2. Constancia expedida por la autoridad militar de la zona o lugar donde se van a 
emplear los explosivos, en la cual se dé el concepto y se registre el uso que les dará, las 
medidas de seguridad para su empleo, lugar de almacenamiento, nombre de la persona 
asignada para el control y forma de ejercerlo. 
 
3. Certificado judicial nacional vigente del solicitante. 
 




5. Cuadro mensual de uso o empleo de los explosivos y sus accesorios. 
 
6. Para la explotación minas cualquier naturaleza, los peticionarios, presentar la 
correspondiente ida por la autoridad competente. 
 
 
Resolución 081 de 2002 de la Industria Militar 
Por la cual se clasifican como explosivos para todos los efectos legales, las materias 
primas a insumos que sin ser explosivos individualmente, en conjunto conforman una 
sustancia explosiva. 
 
Artículo 1°. Clasificar como explosivos para todos los efectos legales, las siguientes 
materias primas o insumos que sin ser explosivos individualmente, en conjunto conforman 
una sustancia explosiva. 
 
Artículo 2°. Importación. Sólo el Gobierno Nacional a través de la Industria Militar 
como Entidad vinculada al Ministerio de Defensa Nacional puede importar o autorizar la 
importación de los explosivos, los productos, insumos o materias primas controladas de que 
trata la presente Resolución de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 2535 de 1993, 
artículo 51 parágrafo 3°. 
 
 
Sentencia del 24 de Noviembre de 2010 (Proceso No. 34482), Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Penal 
 
Resuelve la Sala la impugnación extraordinaria interpuesta por el defensor de 
ORLANDO HENAO CARDONA contra el fallo de segundo grado proferido por el 
Tribunal Superior de Cundinamarca el 5 de marzo de 2010, confirmatorio del dictado en 
primera instancia por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado del mismo 
Distrito Judicial, a través del cual condenó al mencionado ciudadano como autor 
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penalmente responsable del concurso de delitos de concierto para delinquir agravado con 
fines terroristas y rebelión. 
 
Con ocasión de múltiples procedimientos adelantados por la Policía Nacional en el 
mes de agosto de 2008, orientados a prevenir atentados terroristas que posiblemente serían 
realizados por la Columna Móvil Teofilo Forero de las Farc, el día 6 de los referidos mes y 
año se halló en un inmueble ubicado en la calle 4 No. 4 F – 21 de Soacha, una caja con 40 
barras del explosivo indugel, a su vez en la calle 11 No. 8 -39 se encontraron 9 tubos de 
dinamita, un elemento cilíndrico con 250 gramos del mismo explosivo, 180 gramos de una 
sustancia conocida como C-4 y 61.208 gramos de una mezcla de nitrato de amonio, 
aluminio y magnesio, circunstancia que determinó la vinculación de ORLANDO HENAO 
CARDONA, quien junto con otras personas estaba encargado de ejecutar el plan terrorista 
 
Por los anteriores hechos el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de 
Cundinamarca condeno a HENAO CARDONA a la pena principal de ochenta y ocho (88) 
meses de prisión y multa por 1.889 salarios mínimos legales mensuales vigentes, y a la 
sanción accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el 
mismo lapso de la privación de libertad, como autor de los delitos por los cuales fue 
acusado. En la misma providencia le fue negada la suspensión condicional de la ejecución 
de la pena, así como la prisión domiciliaria, esto en atención a lo consagrado en el artículo 
25 de la Ley 1453 de 2011 que modificó el artículo 64 de la Ley 599 de 2000, que prohíbe 
conceder el beneficio de prisión domiciliaria, cuando la pena impuesta sea por el delito de 
terrorismo, y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego, municiones o explosivos; es 





Sentencia del 08 de agosto de 2007 (Proceso No. 25974), Corte Suprema de Justicia, Sala 




El 19 de septiembre de 2001, siendo aproximadamente las 8:10 p.m., unidades de la 
Policía Nacional, adscritas a la Décima Tercera Estación de Teusaquillo, capturaron en la 
PIZZERÍA D’OMO de la carrera 21 No. 39 – 70 de Bogotá a JHON JAIRO BUITRAGO 
GONZÁLEZ y LUIS ALBERTO PUERTAS TRIANA, cuando el primero portaba un 
artefacto explosivo y manifestó pertenecer al frente 53 de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia  (FARC), al mando de Romaña, de quien dijo les había dado la 
orden de atentar contra la vida de un periodista de Caracol que se desplazaba en un Mercedes 
Benz color negro”. 
 
Por los anteriores hechos el Juzgado Octavo Penal del Circuito Especializado de 
Bogotá, profirió fallo el 28 de julio de 2003, a través del cual condenó a JHON JAIRO 
BUITRAGO GONZÁLEZ a la pena principal de doscientos cincuenta y dos (252) meses de 
prisión como autor penalmente responsable del concurso de delitos objeto de acusación.  
En el mismo proveído condenó LUIS ALBERTO PUERTAS TRIANA a la pena principal 
de ciento ochenta (180) meses de prisión como coautor responsable del delito de tentativa 
de homicidio y lo absolvió por el punible de rebelión. Los incriminados fueron condenados 
a la sanción accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas 
por el mismo término de la pena y les fue negada la suspensión condicional de la ejecución 
de la pena.  En la resolución de acusación se imputó a los procesados, además del delito de 
rebelión, el de tentativa de  homicidio, agravado por las causales 8ª (con fines terroristas o 
en desarrollo de actividades terroristas) y 10ª (si se comete en persona que sea o haya sido 
servidor público, periodista, juez de paz, dirigente sindical, político o religioso en razón de 
ello).  Sin embargo, interpuesto recurso de apelación contra el fallo de primer grado por 
parte de los defensores de los procesados, el Tribunal Superior de Bogotá lo confirmó 
mediante sentencia del 26 de julio de 2004, pero lo modificó en el sentido de dosificar en 
diez (10) años la pena accesoria, al tiempo que dispuso compulsar copias para que, por 








Tipo y método de investigación 
 
La investigación es naturaleza jurídica, y de tipo descriptivo, toda vez que la misma 
busca es analizar la forma en que ha contribuido el tratamiento jurídico penal dado al delito 
de fabricación, tráfico y porte de explosivos, en la seguridad ciudadana del municipio de 
San José de Cúcuta, periodo 2013-2014; para lo cual se examinará la consagración en el 
Código Penal Colombiano (Ley 599 de 2000)  el delito de fabricación, tráfico y porte de 
explosivos; se determinarán las capturas y judicializaciones por el delito de fabricación, 
tráfico y porte de explosivos, que se produjeron en el Municipio de San José de Cúcuta, en 
los años 2013-2014; y, finalmente, se establecerá la forma en que puede disminuirse el 
delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos, en el Municipio de San José de Cúcuta. 
 
El enfoque de la investigación es cualitativo, ya que como afirman Hernández 
Sampieri y otros (2004) “la investigación cualitativa con frecuencia se basa en métodos de 
recolección de datos sin medición numérica, como las descripciones y las observaciones. 
Su propósito consiste en reconstruir la realidad, tal y como la observan los actores sociales 
de un sistema social previamente definido” (p, 5), lo cual concuerda plenamente con este 
trabajo.  
 
Los métodos que se utilizarán serán el hermenéutico y el de análisis documental, 
porque a partir de la Constitución Política, la legislación y la jurisprudencia existente sobre 
el tema, se debe realizar una interpretación jurídica de los mismos, con el propósito analizar 
el tratamiento dado al delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos, como un delito 








Se trata de una investigación documental, por lo cual no se hace necesario tomar una 
población, ni determinar una muestra, ya que no se entrevistarán, ni encuestarán personas 
sobre el tema. 
  
Sin embargo, lo que si se hará será una revisión documental – jurídica de las 
capturas y judicializaciones por el delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos que se 
produjeron en el Municipio de San José de Cúcuta, en los años 2013-2014. 
 
 
Técnicas e instrumentos para la recolección de información 
 
La información necesaria para el desarrollo del presente trabajo es de carácter documental, 
por lo cual se ha diseñado una ficha bibliográfica–conceptual, para la recolección y 
organización de la información (anexo a). 
 
De igual forma, para la recolección de la información correspondiente a las capturas 
y judicializaciones por el delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos que se 
produjeron en el Municipio de San José de Cúcuta, en los años 2013-2014, se ha diseñado 
una matriz (anexo b). 
 
 
Recolección y análisis de información 
 
Análisis de normatividad 
 
El análisis que se relaciona a continuación de la normativa colombiana considerada en el 
presente estudio evidencia que el Estado colombiano cuenta con un marco normativo 
desarrollado que regula gran parte de los aspectos abordados por las normas internacionales 
relativas a los explosivos.  
 
Tabla 1. Análisis Constitución Política de Colombia de 1991. 
 
Constitución Política de Colombia  AÑO: 1991 
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TEMA QUE REGULA: Relaciones del Estado con sus ciudadanos. 
FECHA DE EXPEDICIÓN: Julio 6 de 
1991. 
FECHA DE ENTRADA EN VIGENCIA: Julio 6 
de 1991. 






Artículo 223: “Sólo el Gobierno puede 
introducir y fabricar armas, municiones de 
guerra y explosivos. Nadie podrá poseerlos ni 
portarlos sin permiso de la autoridad 
competente. Este permiso no podrá extenderse 
a los casos de concurrencia a reuniones 
políticas, a elecciones, o a sesiones de 
corporaciones públicas o Asambleas, ya sea 
para actuar en ellas o para presenciarlas.  
 
Los miembros de los organismos nacionales 
de seguridad y otros cuerpos oficiales 
armados, de carácter permanente, creado o 
autorizado por la ley, podrán portar armas 
bajo el control del Gobierno, de conformidad 




Este artículo hace referencia al monopolio 
estatal de las armas de fuego, municiones de 
guerra y explosivos en Colombia, que 
corresponde a una política de Estado, cuyo 
objeto es la seguridad pública y su fin último 
es la protección de la vida y demás derechos 
conexos. 
 
La norma citada le otorga al Estado el 
manejo de la importación y fabricación de 
armas, municiones de guerra y explosivos, 
estableciendo que este es el único que cuenta 
con legitimidad para reglamentar el uso y 
comercio de éstos.  Para este propósito el 
Estado cuenta con INDUMIL y con la 
Fuerza Pública quienes se encargan de la 
fabricación, importación y diferentes 
procesos para legalizar el uso y la tenencia 
de las armas de fuego, municiones de guerra 
y explosivos. 
 
De acuerdo a lo anterior, es al Gobierno 
Nacional a quien le corresponde expedir, a 
través de la autoridad competente, la 
autorización para portar armas, municiones 







Tabla 2. Análisis Decreto Ley 2535 de 1993 
 
Decreto Ley 2535 de 1993 AÑO: 1993 
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TEMA QUE REGULA: Por el cual se expiden normas sobre armas, municiones y 
explosivos.   
FECHA DE EXPEDICIÓN: 
Diciembre 17 de 1993. 
FECHA DE ENTRADA EN VIGENCIA: 
Diciembre 17 de 1993. 





Artículo 2: “Exclusividad. Sólo el Gobierno 
puede introducir al país, exportar, fabricar y 
comercializar armas, municiones, explosivos 
y las materias primas, maquinaria y artefactos 
para su fabricación y ejercer el control sobre 
tales actividades”. 
Establece que el único que puede introducir, 
exportar, fabricar y comercializar armas, 
municiones, explosivos, materias primas, 
maquinaria y artefactos para su fabricación 
en el país es el Gobierno, quien además 
ejercerá el control sobre dichas actividades. 
Artículo 3: “Permiso del Estado. Los 
particulares de manera excepcional, sólo 
podrán poseer o portar armas, sus partes, 
piezas, municiones, explosivos y sus 
accesorios, con permiso expendido con base 
en la potestad discrecional de la autoridad 
competente”. 
Aborda el tema de la titularidad de las armas 
de fuego, municiones, explosivos y sus 
accesorios en cabeza de los particulares. 
Artículo 4: “Exclusión de responsabilidad. El 
permiso concedido a los particulares para la 
tenencia o porte de las armas, sus partes, 
piezas, municiones, explosivos y accesorios se 
expedirá bajo la responsabilidad absoluta del 
titular del permiso y no compromete la 
responsabilidad del Estado, por el uso que de 
ellas se haga”. 
En cuanto al permiso para el porte de armas 
de fuego, municiones, explosivos y sus 
accesorios por parte de los particulares, 
dicho permiso debe ser expedido por el 
Estado bajo la responsabilidad de las 
autoridades por el uso que se haga de ellas.  
Esta exención de responsabilidad busca que 
los particulares no formen organizaciones 
armadas en aras a la protección de sus 
intereses.  
Artículo 7: “Clasificación. Para los efectos del 
presente Decreto, las armas de fuego se 
clasifican en: 
a) Armas de guerra o de uso privativo de la 
Fuerza Pública; 
b) Armas de uso restringido; 
c) Armas de uso civil”. 
Este artículo especifica que para los efectos 
de este Decreto, las armas de fuego se 
clasifican en:  
a) Armas de guerra o de uso privativo de la 
Fuerza Pública;  
b) Armas de uso restringido;  
c) Armas de uso civil; 
Artículo 8: “Armas de guerra o de uso 
privativo de la Fuerza Pública.  Son  armas de 
guerra  y  por tanto  de  uso  privativo de  la 
Fuerza Pública,  aquellas  utilizadas  con  el  
El artículo 8 establece que son armas de 
guerra  y  por  tanto de uso  privativo de  la 
Fuerza  Pública,  aquellas  utilizadas  con  el 
objeto   de   defender   la   independencia,  la  
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objeto de defender la independencia, la 
soberanía nacional, mantener la integridad 
territorial, asegurar la convivencia pacífica, el 
ejercicio de los derechos y libertades públicas, 
el orden constitucional y el mantenimiento y 
restablecimiento del orden público, tales 
como: 
a) Pistolas y revólveres de calibre 9.652mm. 
(.38 pulgadas) que no reúnan las 
características establecidas en el artículo 11 
de este Decreto; 
b) Pistola y revólveres de calibre superior a 
9.652mm. (.38 pulgadas); 
c) Fusiles y carabinas semiautomáticas de 
calibre superior a 22 L.R.; 
d) Armas automáticas sin importar calibre; 
e) Los antitanques, cañones, morteros, obuses 
y misiles de tierra, mar y aire en todos los 
calibres; 
f) Lanzacohetes, bazucas, lanzagranadas en 
cualquier calibre; 
g) Cargas explosivas tales como bombas de 
mano, bombas de aviación, granadas de 
fragmentación, petardos, proyectiles y minas. 
h) Granadas de iluminación, fumígenas, 
perforantes o de instrucción de la Fuerza 
Pública; 
i) Armas que lleven dispositivos de tipo 
militar como miras infrarrojas, laséricas o 
accesorios como lanzagranadas y 
silenciadores; 
j) Las municiones correspondientes al tipo de 
armas enunciadas en los literales anteriores”. 
 
Parágrafo. “El material descrito en el literal g) 
podrá ser autorizado de manera excepcional, 
previo concepto favorable del Comité de 
Armas, de que trata el artículo 31 de este 
Decreto”. 
 
Parágrafo. “El Gobierno Nacional por 
conducto del Ministerio de Defensa Nacional, 
determinará las armas de uso privativo que 
puedan portar los miembros de los 
organismos nacionales de seguridad y otros 
cuerpos oficiales armados de carácter 
permanente creados o autorizados por la ley”. 
soberanía nacional, mantener la integridad 
territorial, asegurar la convivencia pacífica, 
el ejercicio de los derechos y libertades 
públicas, el orden constitucional y el 
mantenimiento y restablecimiento del orden 
público, tales como: a) Pistolas y revólveres 
de calibre 9.652mm que no reúnan las 
características establecidas en el artículo 11 
de este Decreto; b) Pistolas y revólveres de 
calibre superior a 9.652mm.; c) Fusiles y 
carabinas semiautomáticas de calibre 
superior a 22 L.R.; d) Armas automáticas sin 
importar calibre; e) Los antitanques, 
cañones, morteros, obuses y misiles de 
tierra, mar y aire en todos los calibres; f) 
Lanzacohetes, bazucas, lanzagranadas en 
cualquier calibre; g) Cargas explosivas tales 
como bombas de mano, bombas de aviación, 
granadas de fragmentación,  petardos,   
proyectiles  y  minas; h) granadas de 
iluminación, fumígenas, perforantes o de 
instrucción de la Fuerza Pública; i) Armas 
que lleven dispositivos de tipo militar; j) Las 
municiones correspondientes al tipo de 
armas enunciadas en los literales anteriores. 
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Artículo 14: “Armas prohibidas. Además de 
lo dispuesto en el artículo 81 de la 
Constitución Política, se prohíbe la tenencia y 
el porte en todo el territorio nacional de las 
siguientes armas, sus partes y piezas: 
 
- Las armas de uso privativo o de guerra, 
salvo las de colección debidamente 
autorizada, o las previstas en el artículo 9 de 
este Decreto. 
 
- Armas de fuego de cualquier calibre que 
hayan sido modificadas sustancialmente en 
sus características de fabricación u origen, que 
aumenten la letalidad del arma; 
 
- Las armas hechizas, salvo las escopetas de 
fisto; 
 
- Las que requiriéndolo carezcan del permiso 
expedido por autoridad competente; 
 
- Las que el Gobierno Nacional, teniendo en 





- También está prohibida la tenencia o porte 
de artefactos fabricados sobre la base de gases 
venenosos de sustancias corrosivas o de 
metales que por la expansión de los gases 
producen esquirlas, y los implementos 
destinados a su lanzamiento o activación”. 
 
Estipula las armas que se encuentran 
prohibidas en todo el territorio nacional, 
como son: las  armas de uso privativo o de 
guerra, salvo las de colección debidamente 
autorizadas, o las previstas en el artículo 9 
de este Decreto, las armas de fuego de 
cualquier calibre que hayan sido modificadas  
sustancialmente    en          sus características 
de fabricación u origen, que aumenten la 
letalidad del arma; las armas hechizas, salvo 
las escopetas de fisto; las que requiriéndolo 
carezcan del permiso expedido por autoridad 
competente. 
 
Artículo 50: “Definición. Se entiende por 
explosivo, todo cuerpo o mezcla que en 
determinadas condiciones puede producir 
rápidamente una gran cantidad de gases con 
violentos efectos mecánicos o térmicos”. 
Se define lo que es un explosivo de acuerdo 
a la ley. 
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Artículo 51: “Venta. La venta de explosivos o 
sus accesorios se realizará previo el 
cumplimiento de los siguientes requisitos: 
 
- Diligenciamiento de la respectiva solicitud; 
 
- Prueba de la actividad para la cual se 
requiere el explosivo; 
 
- Justificación de la cantidad de explosivos y 
accesorios solicitados; 
 
- El certificado judicial del solicitante; 
 
- Los medios de que dispone la persona o 
entidad que adquiere los explosivos, para 
ejercer el control que sobre los mismos exijan 
las autoridades militares competentes. 
 
Parágrafo 1º.- La venta de explosivos será 
potestad discrecional de la autoridad militar 
competente, debiendo tenerse en cuenta la 
situación de orden público reinante en la zona 
donde se vaya a utilizar el material y la 
conveniencia y seguridad del Estado. 
 
La venta podrá ser permanente cuando se 
acredite su uso para fines industriales. 
 
Parágrafo 2º.- Previa coordinación, se podrá 
autorizar la fabricación y venta de explosivos 
en el sitio de trabajo. 
 
Parágrafo 3º.- El Gobierno Nacional podrá 
ejercer control sobre los elementos requeridos 
para uso industrial, que sin serlo 
individualmente, en conjunto conforman 
substancias explosivas y sobre los elementos 
que sin serlo de manera original, mediante un 
proceso pueden transformarse en explosivos”. 
 
Se establece lo relacionado a los requisitos 
que deben cumplirse para la venta de 
explosivos, aclarando que esta es un potestad 
discrecional de la autoridad militar 
competente. 
Artículo 52. “Responsabilidad. Toda persona 
natural o jurídica que adquiera explosivos 
responde por su correcta y exclusiva 
utilización para los fines detallados en la 
solicitud de compra. 
Precisa la responsabilidad que tiene la 




El comprador se hará acreedor a las sanciones 
legales a que haya lugar, por uso indebido o 
destinación diferente que se haga de estos 
elementos, provenientes de dolo, negligencia 
o descuido en las medidas de control 
establecidas”. 
El uso indebido de explosivos dará lugar a 
las sanciones establecidas en la Ley. 
Artículo 53: “Transporte aéreo. El transporte 
aéreo de armas, municiones, explosivos y sus 
accesorios, se efectuará observando las 
regulaciones del Departamento 
Administrativo de Aeronáutica Civil, o la 
entidad que haga sus veces de acuerdo con lo 
estipulado en el Manual de Reglamentos 
Aeronáuticos y las demás disposiciones que 
se dicten sobre el particular”. 
Se regula lo relacionado con el transporte 
aéreo explosivos, lo cual se hará atendiendo 
las directrices del Departamento 
Administrativo de la Aeronáutica Civil. 
Artículo 54. “Transporte de explosivos. El 
transporte de explosivos y sus accesorios 
dentro del territorio nacional se efectuará de 
acuerdo con los requisitos que expida el 
Comando General de las Fuerzas Militares”. 
Se establece lo relacionado con el transporte 
de explosivos, el cual se efectuará de 
acuerdo a las disposiciones del Comando 
General de las Fuerzas Militares. 
Artículo 55. “Provisión y registro de 
explosivos. Para la provisión de explosivos las 
personas naturales o jurídicas que tengan 
autorización legal para el empleo de los 
mismos con fines industriales, se establecerán 
marcas, numeración o distintivos especiales 
con el fin de controlar las cantidades 
indispensables para su uso. 
Estas personas implementarán un archivo en 
el cual consten la calidad, características y 
porcentajes de utilización de dichos 
materiales”. 
Se define lo concerniente a la provisión de 
explosivos para las personas naturales o 
jurídicas que tengan autorización para su 
uso. 
Artículo 56: “Cesión. Sólo podrá efectuarse la 
cesión de explosivos, previa autorización de la 
autoridad militar competente”. 
La cesión del porte, o uso de explosivos se 
dará previa autorización de la autoridad 
militar competente. 
Artículo 57: “Importación y exportación de 
armas, municiones y explosivos. Solamente el 
Gobierno Nacional podrá importar y exportar 
armas, municiones, explosivos y sus 
accesorios de acuerdo con la reglamentación 
que expida el Gobierno Nacional, por 
conducto del Ministerio de Defensa Nacional. 
Referente a la importación o exportación de 
explosivos, está solo podrá ser efectuada por 
el Gobierno Nacional. 
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La importación de explosivos y de las 
materias primas contempladas en el parágrafo 
3 del artículo 51 de este Decreto, podrá 
llevarse a cabo a solicitud de los particulares 
por razones de conveniencia comercial, salvo 
por circunstancias de defensa y seguridad 
nacional. La entidad gubernamental encargada 
de estas operaciones no podrán derivar 
utilidad alguna y solamente cobrará los costos 
de administración y manejo”. 
 
 
Artículo 83: “Competencia. Son autoridades 
competentes para incautar armas, municiones, 
explosivos y sus accesorios: 
 
- Todos los miembros en servicio activo de la 
Fuerza Pública cuando se hallen en 
cumplimiento de funciones propias del 
servicio; 
 
- Los Fiscales, los Jueces de todo orden, los 
Gobernadores, los Alcaldes e Inspectores de 
Policía en sus correspondientes territorios a 
través de la Policía, cuando conozca de la 
tenencia o porte irregular de un arma, 
municiones o explosivos. 
 
- Los Agentes del Departamento 
Administrativo de Seguridad, en desarrollo de 
actos del servicio, y los funcionarios que 
integran las Unidades de Policía Judicial; 
 
- Los administradores y empleados de 
aduanas, encargados del examen de 
mercancías y equipajes en ejercicio de sus 
funciones; 
 
- Los guardias penitenciarios; 
 
- Los Comandantes de naves y aeronaves, 
durante sus desplazamientos”. 
 
Los autoridades (Fuerza Pública) pueden 
incautar los explosivos, en cumplimiento de 
las funciones propias del servicio; así, como 
Los Fiscales, los Jueces de todo orden, los 
Gobernadores, los Alcaldes e Inspectores de 
Policía en sus correspondientes territorios a 
través de la Policía; de igual forma, la 
Policía Judicial, la Aduana, los guardias 




Artículo 84: “Incautación de armas, 
municiones y explosivos. La Incautación 
procede en todos los casos en que se posea o 
porte un arma, munición o explosivo y sus 
accesorios sin el cumplimiento de los 
requisitos exigidos en este Decreto. La 
autoridad que incaute está en obligación de 
entregar a su poseedor un recibo en que 
conste: Lugar y fecha, características y 
cantidad de elementos incautados (clase, 
marca, calibre, número y estado), nombres y 
apellidos, número del documento de identidad 
y dirección de la persona a quien se le 
incautó, cantidad de cartuchos, vainillas u 
otros elementos incautados, número y fecha 
de vencimiento del permiso, Unidad que hizo 
la incautación, motivo de ésta, firma y pos 
firma de la autoridad que lo realizó. 
 
La autoridad que efectúa la incautación 
deberá remitir el arma, munición o explosivo 
y sus accesorios y el permiso o licencia al 
funcionario competente, con el informe 
correspondiente en forma inmediata. 
 
Parágrafo 1º.- El incumplimiento de lo aquí 
dispuesto, por parte de las autoridades, se 
considerará como causal de mala conducta 
para efectos disciplinarios. 
 
Parágrafo 2º.- Los explosivos y accesorios de 
voladura deberán remitirse a un polvorín 
autorizado, donde serán almacenados o 
destruidos según el estado en que se 
encuentre”. 
En cuanto a la incautación de explosivos, 
esta procede en todos los casos en que no se 
cumpla con los requisitos establecidos para 
su porte.  Una vez incautada entregará un 
recibo al poseedor, y procederá a remitirla 
de manera inmediata al funcionario 
competente con el respectivo informe. 
Artículo 85: “Causal de incautación. Son 
causales de la incautación los siguientes: 
 
- Consumir licor o sustancias psicotrópicas 
portando armas, municiones y explosivos en 
lugares públicos; 
 
Se establecen como causales de incautación 
de los explosivos: el consumo de alcohol o 
sustancias psicoactivas en lugares públicos; 
portar explosivos bajo estado de embriaguez 
o efecto de sustancias psicoactivas; portar 
explosivos sin el permiso correspondiente o 
con este vencido; portar explosivos en 
reuniones políticas, elecciones o sesiones de 
corporaciones pública, o en espectáculos 
públicos; portar explosivos en sitios 
diferentes a los autorizados. 
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- Portar o transportar arma, munición, 
explosivo o sus accesorios en notorio estado 
de embriaguez o bajo el efecto de sustancias 
psicotrópicas; 
 
- Portar, transportar o poseer arma, munición, 
explosivo o accesorio, sin el permiso o 
licencia correspondiente; 
 
- Portar el armamento, municiones y 
explosivos o accesorios en reuniones 
políticas, elecciones sesiones de 
corporaciones públicas, asambleas y 
manifestaciones populares; 
 
- Ceder el arma o munición, sin la 
correspondiente autorización; 
 
- Portar o poseer el arma, munición, explosivo 
o accesorios, cuando haya perdido vigencia el 
permiso o licencia respectiva; 
 
- Portar o poseer un arma que presente 
alteraciones en sus características numéricas 
sin que el permiso así lo consigne; 
 
- Permitir que las armas, municiones, 
explosivos y accesorios, sean poseídas o 
portadas en sitios diferentes a los autorizados; 
 
- Poseer o portar un arma cuyo permiso o 
licencia presente alteraciones; 
 
- Poseer o portar un arma cuyo permiso o 
licencia presente tal deterioro que impida la 
plena constatación de todos su datos; 
 
- Portar, transportar o poseer arma, munición, 
explosivo o accesorio, sin permiso o licencia 
correspondiente a pesar de haberle sido 
expedido; 
 
- Portar el arma, munición, explosivo o sus 




La decisión de la autoridad competente 
cuando considere que se puede hacer uso 
indebido de las armas, municiones, explosivos 
y sus accesorios, por parte de personas o 
colectividades, que posean tales elementos 
aunque estén debidamente autorizadas”. 
 
Parágrafo. “Para tales efectos de lo previsto 
en el literal k) del presente artículo, el 
propietario del arma, munición, explosivo o 
accesorios incautado, tendrá un término de 10 
días contados a partir de la fecha de la 
incautación para presentar el correspondiente 
permiso o licencia en caso de poseerla, y 
solicitar la devolución del bien incautado, el 
cual será entregado por parte de las 
autoridades de manera inmediata”. 
 
Artículo 86: “Competencia. Son autoridades 
competentes para imponer multas, las 
siguientes: 
 
- Los Comandantes de Brigada en el Ejército, 
y sus equivalentes en la armada y Fuerza 
Aérea; 
- Los Comandantes de los Comandos 
Específicos o Unificados; 
- Los Comandantes de Unidad Táctica en el 
Ejército y sus equivalente en las Armada y la 
Fuerza Aérea, 
- Los Comandos de Departamento de Policía. 
 
Parágrafo 1º.- En el evento de incautación, la 
autoridad competente para imponer la multa, 
será el respectivo Comandante Militar o de 
Policía previsto en el presente artículo, según 
la incautación la haya realizado autoridad 
militar o de policía. 
 
Parágrafo 2º.- Las sumas por concepto de 
multas serán consignadas de acuerdo con las 
instrucciones que imparta el Ministerio de 
Defensa Nacional”. 
La imposición de las multas por el porte de 
explosivos sin el respectivo permiso o 
licencia, se hará por parte de los 
comandantes de la Fuerza Pública (Ejército, 
Armada, Fuerza Aérea, Policía). 
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Artículo 87: “Multas.  El que incurra en 
cualquiera de las siguientes conductas, será 
sancionado con multa equivalente a un salario 
mínimo legal mensual: 
 
- Revalidar el permiso dentro de los cuarenta 
y cinco (45) o noventa (90) días calendario 
siguientes a la pérdida de su vigencia, según 
sea de porte o de tenencia; 
- Consumir licores o usar sustancias 
psicotrópicas portando armas, municiones, 
explosivos y sus accesorios en lugar público; 
- No informar dentro del término de treinta 
(30) días establecidos en el presente Decreto 
del extravío o hurto del permiso; 
- No presentar el permiso vigente a la 
autoridad militar dentro de los diez (10) días 
siguientes a la fecha en que se presentó la 
incautación de que trata el numeral 11 del 
artículo anterior de este Decreto; 
- No informar dentro de los 30 días siguientes 
a la autoridad militar sobre la pérdida o hurto 
del arma, munición, explosivo y sus 
accesorios; 
- Transportar armas o municiones y 
explosivos sin cumplir con los requisitos de 
seguridad que para el transporte establezca el 
Comando General de las Fuerzas Militares; 
- Permitir, en el caso de las personas jurídicas, 
que las armas, municiones, explosivos y 
accesorios sean poseídos o portados en sitio 
diferente al autorizado; 
- Portar, transportar o poseer armas, 
municiones, y explosivos, sin el permiso o 
licencia correspondiente, a pesar de haber sido 
expedido; 
- No informar a la autoridad militar que 
concedió el permiso, el cambio de domicilio 
dentro de los cuarenta y cinco (45) días 
siguientes en que éste se produzca; 
- Esgrimir o dispara armas de fuego en 
lugares públicos sin motivo justificado, sin 
perjuicio de las sanciones previstas en la 
Ley”. 
 
El que porte algún tipo de explosivo 
violando lo establecido en el Artículo 85º.- 
Causal de incautación, será sancionado con 
una multa equivalente a un salario mínimo 
legal mensual. Y sólo se devolverá el 
mismo, si se demuestra su procedencia y 
permiso para su tenencia o porte.  
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Parágrafo 1º. “Para el caso de los literales b) a 
j) del presente artículo, transcurridos treinta 
(30) días contados a partir de la fecha de 
ejecutoria de la resolución que impone la 
multa y ésta no se hubiere cancelado, 
procederá el decomiso del arma, munición o 
explosivo. 
 
Cancelada la multa adentro del término legal, 
en caso de haberse incautado el arma, 
munición o explosivo, se ordenará su 
devolución”. 
 
Parágrafo 2º. “En el caso del literal a) de este 
artículo si se revalida el permiso de tenencia 
después de los noventa (90) y hasta ciento 
ochenta (180) días calendario siguientes a su 
vencimiento, la multa será del doble 
establecido en el inciso 1 de este artículo. 
 
Si se revalida el permiso de porte después de 
los cuarenta y cinco (45) h hasta noventa (90) 
días calendario siguiente a su vencimiento, la 
multa será del doble establecido en el inciso 1 
de este artículo”. 
 
Artículo 88º. “Competencia. Son autoridades 
competentes para ordenar el decomiso de 
armas, municiones, explosivos y sus 
accesorios: 
 
- Los Fiscales de todo orden y jueces penales 
cuando el arma, munición o explosivo, se 
hallen vinculados a un proceso; 
- Los Comandantes de Brigada y sus 
equivalentes en la Armada Nacional y Fuerza 
Aérea dentro de su jurisdicción y los 
Comandantes de los Comandos Específicos o 
Unificados; 
- Los Comandantes de Unidad Táctica en el 
Ejército y sus equivalentes en el Armada y 
Fuerza Aérea; 
- Comandantes de Departamento de Policía”. 
Se establecen las autoridades competentes 
para ordenar el decomiso de armas, 
municiones, explosivos y sus accesorios, 
como son Fiscales, Jueces, los Comandantes 
de Brigada (Armada Nacional, Fuerza 
Aérea), los Comandantes de los Comandos 
Específicos o Unificados; los Comandantes 
de Unidad Táctica; y los Comandantes de 




Artículo 89º.- Decomiso de armas, munición, 
explosivos y sus accesorios. Incurre en 
contravención que da lugar al decomiso: 
 
- Quien porte o posea arma, munición o 
explosivo y sus accesorios sin permiso de 
autoridad competente, sin permiso de las 
sanciones penales a que hubiere lugar; 
- Quien porte armas, municiones, explosivos y 
sus accesorios o los posea dentro de un 
inmueble, cuando el permiso haya perdido su 
vigencia, por haber transcurrido un término 
superior a noventa (90), o ciento ochenta 
(180) días, según sea de porte o tenencia; 
- Quien porte o transporte armas, municiones, 
explosivos y sus accesorios en notorio estado 
de embriaguez o bajo el efecto de sustancias 
psicotrópicas, 
- Quien haya sido multado por consumir 
licores o usar sustancias psicotrópicas 
portando armas, municiones y explosivos y 
sus accesorios en lugar público, en incurra de 
nuevo en la misma conducta; 
- Quien porte un arma cuyo permiso sólo 
autorice la tenencia, sin perjuicio de las 
sanciones penales a que haya lugar; 
- Quien porte armas y municiones estando 
suspendida por disposición del gobierno la 
vigencia de los permisos, sin perjuicio de las 
sanciones penales a que haya lugar; 
- Cuando se porten o posean municiones no 
autorizadas, evento en el cual también 
procederá el decomiso del arma si es del caso, 
sin perjuicio de las sanciones penales a que 
haya lugar; 
- Quien no entregue el arma al Estado dentro 
del término establecido, cuando por orden de 
autoridad competente se haya dispuesto la 
cancelación de la vigencia del permiso; 
- Quien mediante el empleo el empleo de 
armas, municiones, explosivos o accesorios, 
atente contra la fauna y la flora, el medio 
ambiente y las áreas de especial importancia 
económica, incluido el uso de las armas de 
que trata el artículo 25 de este Decreto;  
Se definen las contravenciones que dan lugar 
al decomiso de armas, munición, explosivos 




- Quien traslade explosivos sin el lleno de los 
requisitos establecidos por el Comando 
General de las Fuerzas Militares; 
- Quien entregue para reparación armas o 
talleres de armería que operen sin permiso de 
funcionamiento del Comando General de las 
Fuerzas Militares o las entregue sin el permiso 
correspondiente o la fotocopia autenticada del 
mismo; 
- Quien preste o permita que un tercer utilice 
el arma, salvo situaciones de inminente fuerza 
mayor, 
- Quien porte armas, municiones, explosivos o 
sus accesorios en reuniones políticas, 
elecciones, sesiones de corporaciones públicas 
y manifestaciones populares sin perjuicio de 
las sanciones penales a que haya lugar, 
- Quien ya sido condenado con pena privativa 
de la libertad y no entregue el arma en el 
término previsto en el parágrafo 2 del artículo 
40 de este Decreto; 
- Aquellos servicios de vigilancia y seguridad 
privada que no entreguen las armas durante el 
plazo de 10 días contados a partir de la 
ejecutoria de la resolución que ordenó el 
cierre o la no renovación de la licencia de 
funcionamiento respectiva, a menos que se 
haya autorizado la cesión de otra empresa. En 
caso de entregarlas dentro del término 
previsto, el Ministerio de Defensa reconocerá, 
previo avalúo, el valor de las mismas; 
- Quien no cancele la multa con que haya sido 
sancionado dentro del plazo establecido en el 
acto administrativo que dispuso la sanción, si 
éste procede; 
- Quien efectúe la cesión del uso del arma, 
munición o explosivo a cualquier título sin 
autorización. 
 
Artículo 95. “Material vinculado a un proceso 
penal. Las armas y municiones de cualquier 
clase que son puesta a disposición de las 
autoridades judiciales y que hiciera parte de 
proceso, se pondrán por el respectivo juez o 
funcionario bajo control y custodia de las 
autoridades Militares o de la Policía Nacional, 
Establece que el material vinculado a un 
proceso penal (armas y municiones), se 
pondrán a disposición de las autoridades 
judiciales para efectos de la investigación, 
las cuales serán custodiadas por las 




Según el caso, en un término no mayor a 30 
días y allí quedará a disposición del 
funcionario competente para los efectos de la 
investigación. Las inspecciones judiciales y 
los dictámenes a que hubiere lugar, deberán 
practicarse dentro de las dependencias, donde 
queden dichas armas y municiones y 
solamente cuando se requiera la experticia del 
laboratorio, podrá disponerse su traslado, bajo 
el control y custodia de las autoridades 
militares o de la Policía”. 
 
Artículo 96. “Material vinculado a un proceso 
civil. Si las armas, municiones, explosivos y 
sus accesorios están vinculadas a un proceso 
civil, permanecerán igualmente bajo control y 
custodia de las autoridades militares o de la 
Policía del lugar, hasta cuando se adopte la 
determinación definitiva en relación con 
aquellas por parte del juez competente”. 
Se precisa que el material vinculado a 
proceso civil, de igual forma, estará bajo el 
control y custodia de las autoridades 
militares o la Policía Nacional, mientras se 
adopte una decisión definitiva por parte del 
juez competente. 
Artículo 97. “Traslado y competencia. 
Cuando por razones procesales haya lugar a 
cambio de funcionario instructor o de 
conocimiento y existan armas de fuego, 
municiones o explosivos incautados bajo el 
control y custodia de autoridades militares o 
de la Policía, tanto en que remite el 
expediente, como el que recibe, informará de 
tal hecho a la autoridad competente”. 
En relación con el traslado o competencia 
por razones procesales de cambio del 
funcionario instructor o de conocimiento, y 
existan armas de fuego o municiones 
incautados bajo el control y custodio de las 
autoridades militares o de la Policía, se 
deberá informar en el expediente que remite, 
como el que recibe, el hecho a la autoridad 
competente. 
Artículo 98. “Aviso autoridades judiciales. 
Las autoridades judiciales están en el deber de 
informar al Departamento Control Comercio 
Armas, Municiones y Explosivos la iniciación 
de procesos en los cuales se hallen vinculadas 
armas, municiones, explosivos y accesorios de 
que trata el presente Decreto así como de la 
providencia definitiva”. 
Cuando se inicien procesos en los cuales se 
hallen vinculadas armas, municiones, 
explosivos, y accesorios las autoridades 
judiciales deben informar al Departamento 
Control de Comercio de Armas, Municiones 
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ARTÍCULO 11. Para la compra de explosivos 
en la Industria Militar, a que se refiere el 
artículo 51 del Decreto 2535 de 1993, el 
interesado deberá cumplir con lo siguiente: 
 
a) Entidades Públicas 
1. Solicitud de la entidad interesada, dirigida 
al Departamento Control Comercio Armas, 
Municiones y Explosivos, en Santafé de 
Bogotá o al Comandante de la Brigada, 
Unidad Táctica, Base Naval o Aérea de la 
ciudad en donde exista almacén de la 
Industria Militar, en la cual deberá indicarse: 
a) Clase, cantidad de explosivos y accesorios 
que necesitan.  
b) Actividad para la cual requiere el 
explosivo. 
c) Forma y seguridad del almacenamiento. 
d) Lugar donde se utilizarán los explosivos y 
ubicación exacta. 
2. Constancia expedida por la autoridad 
militar de la zona o lugar donde se van a 
emplear los explosivos: nombre de las 
personas designadas para su control y forma 
de empleo. 
3. Acreditar debidamente a la persona 
encargada de efectuar la tramitación y recibir 
el material solicitado. 
4. Libro de Control y movimiento de los 
explosivos y sus accesorios. 
5. Cuadro mensual de uso o empleo de 
explosivos y sus accesorios. 
 
 
En este decreto se establecen los requisitos 
que deberá cumplir el interesado en comprar 
explosivos, los cuales están clasificados 
para: a. Entidades Públicas; b. Personas 
Jurídicas y de Derecho Privado; y, c. 
Personas colombianas y extranjeras. 
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b) Personas Jurídicas de Derecho Privado. 
1. Solicitud en los términos de que trata el 
literal a) numeral 1 del presente artículo. 
indicando: 
a) Clase, cantidad de explosivos y accesorios 
que necesita; 
b) Justificación de la cantidad de explosivos y 
accesorios solicitados; 
c) Prueba de la actividad para la cual se 
requiere el explosivo; 
d) Formas y Seguridad de almacenamiento; 
e) Ubicación exacta del lugar donde se 
utilizarán. 
2. Constancia expedida por la autoridad 
militar de la zona o lugar donde se van a 
emplear los explosivos: nombre de las 
personas designadas para su control y forma 
de empleo. 
3. Certificado de existencia y representación 
legal. 
4. Certificado judicial nacional vigente del 
representante legal. 
5. Licencia de exploración, explotación y 
permiso funcionamiento otorgado por las 
autoridades competentes. 
6. Libro de control y movimiento de 
explosivos y accesorios. 
7. Cuadro mensual de consumo de explosivos 
y accesorios. 
c) Personas Colombianas o extranjeras. 
1. Solicitud dirigida al Departamento Control 
Comercio Armas, Municiones y 
Explosivos en la guarnición de Santafé de 
Bogotá o al Comandante de la Brigada, 
Unidad Táctica, Base Naval o Aérea de la 
guarnición más cercana en donde exista 
almacén de la Industria Militar indicando lo 
siguiente: 
a) Clase, cantidad de explosivos y accesorios 
que necesita; 
b) Justificación de la cantidad de explosivos y 
accesorios solicitados; 
c) Forma y Seguridad de almacenamiento; 






2. Constancia expedida por la autoridad 
militar de la zona o lugar donde se van a 
emplear los explosivos, en la cual se dé el 
concepto y se registre el uso que les dará, las 
medidas de seguridad para su empleo, lugar 
de almacenamiento, nombre de la persona 
asignada para el control y forma de ejercerlo. 
3. Certificado judicial nacional vigente del 
solicitante. 
4. Libro de control y movimiento de los 
explosivos y accesorios. 
5. Cuadro mensual de uso o empleo de 
explosivos y sus accesorios. 
6. Para la explotación de minas de cualquier 
naturaleza, los peticionarios, deberán 
presentar la correspondiente licencia expedida 




Tabla 4. Análisis Ley 522 de 1999 
Ley 522 de 1999 AÑO: 1999 
TEMA QUE REGULA:  Código Penal Militar 
FECHA DE EXPEDICIÓN: Agosto 
12 de 1999. 
FECHA DE ENTRADA EN VIGENCIA: Agosto 
12 de 2000. 





Artículo 152: “Fabricación, posesión y tráfico 
ilegal de armas de fuego, municiones y 
explosivos. “El que sin permiso de autoridad 
competente introduzca al país, saque de éste, 
fabrique, repare, almacene, conserve, adquiera 
o suministre a cualquier título, o porte armas 
de fuego, municiones o explosivos, incurrirá 
en prisión de uno (1) a cuatro (4) años. 
 
Si las armas, municiones o explosivos son de 
uso privativo de la Fuerza Pública, la pena 
será de prisión de tres (3) a diez (10) años. 
 
La pena señalada en los incisos anteriores, se 
aumentará hasta en otro tanto si las conductas 
allí descritas se realizan a favor de rebeldes, 
sediciosos o grupos de delincuencia 
organizada”. 
 
Se tipifica el desconocimiento del 
monopolio constitucional del Estado sobre 
las armas de fuego por parte de miembros de 
la Fuerza Pública. Es decir, por el solo hecho 
de ser un miembro de las Fuerzas Militares o 
de la Policía Nacional, no se tienen 
facultades para portar o tener armas de 
fuego, municiones y explosivos sin permiso 
de la autoridad competente. 
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Tabla 5. Análisis Decreto 334 de 2002 
 
Decreto 334 de 2002 AÑO:2002 
TEMA QUE REGULA: Por el cual se establecen normas en materia de explosivos 
FECHA DE EXPEDICIÓN: Febrero 
28 de 2002. 
FECHA DE ENTRADA EN VIGENCIA: Febrero 
28 de 2002. 





ARTÍCULO 1. “El presente decreto se 
aplicará a todas las personas naturales o 
jurídicas nacionales o extranjeras de derecho 
privado o público que importen, produzcan, 
comercialicen, distribuyan, almacenen, 
transporten, usen o vendan productos o 
insumos o materias primas que sin serlo 
individualmente, en conjunto, conforman 
sustancias explosivas y sobre los elementos 
que sin serlo de manera original, mediante un 
proceso pueden transformarse en explosivos”. 
Este Decreto por el cual se establecen 
normas en materia de explosivos va dirigido 
a todas las personas naturales o jurídicas 
nacionales o extranjeras de derecho privado 
o público que importen, produzcan, 
comercialicen, distribuyan, almacenen, 
transporten, usen o vendan productos o 
insumos o materias primas que sin serlo 
individualmente, en conjunto, conforman 
sustancias explosivas y sobre los elementos 
que sin serlo de manera original, mediante 
un proceso pueden transformarse en 
explosivos. 
ARTÍCULO 2. “Importación. Sólo el 
Gobierno Nacional a través de la industria 
militar como entidad vinculada al Ministerio 
de Defensa Nacional puede importar o 
autorizar la importación de los productos, 
insumos o materias primas a las que se refiere 
el artículo 1º de este decreto previo concepto 
favorable expedido por el Comando General 
de las Fuerzas Militares”. 
En cuanto a la importación sólo podrán 
importar explosivos o materias que mediante 
un proceso puedan transformarse en los 
mismos, el Gobierno Nacional a través de la 
Industria Militar. 
ARTÍCULO 3. “Responsabilidad. Toda 
persona natural o jurídica que adquiera 
explosivos y accesorios de voladuras, y/o 
materias primas controladas, responde por su 
correcta y exclusiva utilización para los fines 
detallados en la solicitud de compra. El 
importador productor, distribuidor, 
transportador, comprador, se hará acreedor a 
las sanciones legales a que haya lugar, por uso 
indebido o destinación diferente que se haga 
de estas sustancias. Igualmente a las sanciones 
administrativas que pueda imponer la 
autoridad competente”. 
Es responsable de su utilización la persona 
natural o jurídica que adquiera explosivos y 
accesorios de voladuras, y/o materias primas 
controladas, quien debe darle un correcto y 
exclusivo manejo para los fines para los 
cuales la adquirió. 
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ARTÍCULO 4. “Definición. Conforme al 
artículo 50 del Decreto-Ley 2535 de 1993, se 
entiende por explosivo, todo cuerpo o mezcla 
que en determinadas condiciones puede 
producir rápidamente una gran cantidad de 
gases con violentos efectos mecánicos o 
térmicos”. 
Se define como explosivo todo cuerpo o 
mezcla que en determinadas condiciones 
puede producir rápidamente una gran 
cantidad de gases con violentos efectos 
mecánicos o térmicos. 
ARTÍCULO 5. “Clasificación. La industria 
militar será el organismo competente para 
clasificar como explosivos para todos los 
efectos legales, las materias primas o insumos 
que sin ser explosivos individualmente, en 
conjunto conforman una sustancia explosiva, 
y de ello informarán al Ministerio de 
Comercio Exterior, a la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN, y al 
Departamento Administrativo de Seguridad, 
DAS”. 
La clasificación de los explosivos estará a 
cargo de la Industria Militar. 
ARTÍCULO 24. “Venta de explosivos. La 
venta de explosivos o sus accesorios, previo 
cumplimiento de los requisitos establecidos en 
el artículo 51 del Decreto 2535 de 1993, será 
autorizada por el departamento de control 
comercio de armas, municiones y explosivos 
del comando general de las Fuerzas Militares, 
para ser vendida directamente a los usuarios 
finales”. 
La venta de explosivos se hará previo 
cumplimiento de los requisitos establecidos 
para tal fin, y será autorizada por el 
Departamento de Control de Comercio de 
Armas, Municiones y Explosivos. 
 
Tabla 6. Análisis Ley 599 de 2000 
 
Ley 599 de 2000 AÑO:2000 
TEMA QUE REGULA: Código Penal Colombiano.  
FECHA DE EXPEDICIÓN: Julio 24 
de 2000. 
FECHA DE ENTRADA EN VIGENCIA: Julio 24 
de 2001. 





Artículo 366: “Fabricación, tráfico y porte de 
armas, municiones de uso restringido, de uso 
privativo de las fuerzas armadas o explosivos. 
El que sin permiso de autoridad competente 
importe, trafique, fabrique, repare,      
almacene,    conserve,    adquiera,   suministre 
Este artículo tipifica el delito relacionado 
con el porte y tenencia de armas a saber: 
Fabricación, tráfico y porte de armas, 
municiones de uso restringido, de uso 
privativo de las fuerzas armadas o 




O porte armas o municiones de uso privativo 
de las fuerzas armadas, incurrirá en prisión de 
tres (3) a diez (10) años. 
 
La pena mínima anteriormente dispuesta se 
duplicará cuando concurran las circunstancias 






Tabla 7. Análisis Ley 737 de 2002 
 
Ley 737 de 2002 AÑO: 2002 
TEMA QUE REGULA: por medio de la cual se aprueba la "Convención Interamericana 
contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados", adoptada en Washington, D. C., el catorce (14) de noviembre de 
mil novecientos noventa y siete (1997). 
FECHA DE EXPEDICIÓN: Marzo 05 
de 2002. 
FECHA DE ENTRADA EN VIGENCIA: Marzo 05 
de 2002. 





Artículo 1. Apruébese la "Convención 
Interamericana contra la Fabricación y el 
Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, 
Municiones, Explosivos y otros Materiales 
Relacionados", adoptada en Washington, D. 
C., el catorce (14) de noviembre de mil 
novecientos noventa y siete (1997). 
 
Se adopta la Convención Interamericana 
contra la fabricación y el tráfico ilícitos de 
armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados. 
ARTÍCULO 2o. De conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 1o. de la Ley 7a. de 
1944, la "Convención Interamericana contra 
la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas 
de Fuego, Municiones, Explosivos y otros 
Materiales Relacionados", adoptada en 
Washington, D. C., el catorce (14) de 
noviembre de mil novecientos noventa y siete 
(1997), que por el artículo 1o. de esta ley se 
aprueba, obligará al país a partir de la fecha 
en que se perfeccione el vínculo internacional 
respecto del mismo. 
Mediante esta Ley, el país se obliga al 
cumplimiento de lo establecido en la 
Convención Interamericana contra la 
Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de 







Tabla 8. Análisis Resolución 081 de 2002 de Industria Militar 
 
Resolución 081 de 2002 AÑO: 2002 
TEMA QUE REGULA: Por la cual se clasifican como explosivos para todos los efectos 
legales, las materias primas a insumos que sin ser explosivos individualmente, en conjunto 
conforman una sustancia explosiva. 
FECHA DE EXPEDICIÓN: Mayo 11 
de 2002. 
FECHA DE ENTRADA EN VIGENCIA: Mayo 11 
de 2002. 





Artículo 1°. Clasificar como explosivos para 
todos los efectos legales, las siguientes 
materias primas o insumos que sin ser 
explosivos individualmente, en conjunto 
conforman una sustancia explosiva. 
Se establece el listado de sustancias 
clasificadas como explosivos. 
Artículo 2°. Importación. Sólo el Gobierno 
Nacional a través de la Industria Militar como 
Entidad vinculada al Ministerio de Defensa 
Nacional puede importar o autorizar la 
importación de los explosivos, los productos, 
insumos o materias primas controladas de que 
trata la presente Resolución de conformidad 
con lo dispuesto en el Decreto 2535 de 1993, 
artículo 51 parágrafo 3°. 
En referencia a la importación de explosivos, 
está solo podrá efectuarse por el Gobierno 
Nacional a través de la Industria Militar 
 
Tabla 9. Análisis Ley 1119 de 2006 
 
Ley 1119 de 2006 AÑO: 2006 
TEMA QUE REGULA: Por la cual se actualizan los registros y permisos vencidos para el 
control al porte y tenencia de las armas de fuego. 
FECHA DE EXPEDICIÓN: 
Diciembre 27 de 2006. 
FECHA DE ENTRADA EN VIGENCIA: 
Diciembre 27 de 2006. 





Artículo 2°. Multa.  
1. Será sancionado con multa equivalente a un 
cuarto (1/4) de salario mínimo legal mensual 
vigente, el que incurra en cualquiera de las 
siguientes conductas: 
a) No revalidar el permiso de porte dentro de 
los cuarenta y cinco (45) y el de tenencia 
dentro de los noventa (90) días calendario, 
siguientes a la pérdida de su vigencia; 
Con esta Ley se modifica el artículo 87 del 
Decreto 2535 de 1993, en lo relacionado con 




b) No informar a la autoridad militar 
competente de la jurisdicción dentro de los 
treinta (30) días calendario, sobre el extravío 
o hurto del permiso; 
c) No presentar el permiso vigente a la 
autoridad militar dentro de los diez (10) días 
siguientes a la fecha en que se presentó la 
incautación de que trata el literal k) del 
artículo 85 del Decreto 2535/93; 
d) No informar dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la autoridad militar competente 
de la jurisdicción sobre la pérdida o hurto del 
arma, munición, explosivo o sus accesorios; 
e) Transportar armas o municiones y 
explosivos sin cumplir con los requisitos de 
seguridad que para el transporte establezca el 
Comando General de las Fuerzas Militares; 
f) No informar sobre el cambio de domicilio a 
la autoridad militar que concedió el permiso, 
dentro de los cuarenta y cinco (45) días 
siguientes de producirse; 
g) No efectuar el trámite de la cesión por 
fallecimiento, dentro de los noventa (90) días 
señalados en el parágrafo del artículo 40 del 
Decreto 2535 de 1993. 
Multa equivalente a un cuarto (1/4) de 
salario mínimo legal mensual vigente, por no 
informar dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la autoridad militar competente 
de la jurisdicción sobre la pérdida o hurto 
del arma, munición, explosivo o sus 
accesorios; así como por transportar armas o 
municiones y explosivos sin cumplir con los 
requisitos de seguridad que para el 
transporte establezca el Comando General de 
las Fuerzas Militares. 
 
2. Será sancionado con multa equivalente a un 
(1) salario mínimo legal mensual vigente, el 
que incurra en cualquiera de las siguientes 
conductas: 
a) Consumir licores o usar sustancias 
psicotrópicas portando armas, municiones, 
explosivos o sus accesorios en lugar público; 
b) Permitir, en el caso de las personas 
jurídicas, que las armas, municiones, 
explosivos o accesorios sean poseídos o 
portados en sitio diferente al autorizado; 
c) Esgrimir o disparar arma de fuego en 
lugares públicos, sin motivo justificado, sin 
perjuicio de las sanciones previstas en la ley; 
d) Portar, transportar o poseer armas, 
municiones, explosivos o materiales 
relacionados sin el permiso o licencia 
correspondiente, a pesar de haber sido 
expedido. 
Multa equivalente a un (1) salario mínimo 
legal mensual vigente por: consumir licores 
o usar sustancias psicotrópicas portando 
armas, municiones, explosivos o sus 
accesorios en lugar público; por permitir, en 
el caso de las personas jurídicas, que las 
armas, municiones, explosivos o accesorios 
sean poseídos o portados en sitio diferente al 
autorizado; y por portar, transportar o poseer 
armas, municiones, explosivos o materiales 
relacionados sin el permiso o licencia 





Parágrafo 1°. Para el caso de los literales b) a 
la g) del numeral 1 y los literales a) a la d) del 
numeral 2 del presente artículo, transcurridos 
treinta (30) días contados a partir de la fecha 
de ejecutoria de la resolución que impone la 
multa, y esta no se hubiere cancelado, 
procederá el decomiso del arma, munición o 
explosivo. Cancelada la multa dentro del 
término legal, en caso de haberse incautado el 
arma, munición o explosivo, se ordenará su 
devolución. 
 
Parágrafo 2°. Si se revalida el permiso de 
tenencia después de los noventa (90) y hasta 
ciento ochenta (180) días calendario 
siguientes a su vencimiento, se deberá pagar 
el doble de la multa establecida en el inciso 1° 
de este artículo, es decir dos cuartos (2/4) del 
salario mínimo legal mensual vigente. 
 
Si se revalida el permiso de porte después de 
los cuarenta y cinco (45) y hasta noventa (90) 
días calendarios siguientes a su vencimiento, 
la multa será el doble establecido en el inciso 
1° de este artículo, es decir dos cuartos (2/4) 
del salario mínimo legal mensual vigente. 
 
 
Tabla 10. Análisis Ley 1142 de 2007 
 
Ley 1142 de 2007 AÑO: 2007 
TEMA QUE REGULA: Por medio de la cual se reforman parcialmente las Leyes 906 de 
2004, 599 de 2000 y 600 de 2000 y se adoptan medidas para la prevención y represión de la 
actividad delictiva de especial impacto para la convivencia y seguridad ciudadana. 
FECHA DE EXPEDICIÓN: Junio 28 
de 2007. 
FECHA DE ENTRADA EN VIGENCIA: Junio 28 
de 2007. 





Artículo 55. El artículo 366 de la Ley 599 de 
2000, Código Penal, quedará así: 
 
Modifica el artículo 366 de la Ley 599 de 
2000, en lo relacionado con las penas por 
fabricación, tráfico y porte de armas, 
municiones    de   uso   restringido,   de   uso 
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Artículo 366. Fabricación, tráfico y porte de 
armas y municiones de uso privativo de las 
fuerzas armadas y explosivos. El que sin 
permiso de autoridad competente importe, 
trafique, fabrique, repare, almacene, conserve, 
adquiera, suministre o porte armas o 
municiones de uso privativo de las fuerzas 
armadas, o explosivos, incurrirá en prisión de 
cinco (5) a quince (15) años. 
 
La pena mínima anteriormente dispuesta se 
duplicará cuando concurran las circunstancias 
determinadas en el inciso 2° del artículo 
anterior. 
Privativo de las Fuerzas Armadas o 
explosivos, fijándolas en prisión de cinco 
(05) a quince (15) años. 
 
Tabla 11. Análisis Ley 1453 de 2011 
 
Ley 1453 de 2011.   AÑO 2011 
TEMA QUE REGULA: Por medio de la cual se reforma el Código Penal, el Código de 
Procedimiento Penal, el Código de Infancia y Adolescencia, las reglas sobre extinción de 
dominio y se dictan otras disposiciones en materia de seguridad. 
FECHA DE EXPEDICIÓN: Junio 24 
de 2011 
FECHA DE ENTRADA EN VIGENCIA: Junio 24 
de 2011. 





Artículo 5°. Registro nacional de permisos 
relacionados con armas de fuego. Adiciónese 
un parágrafo al artículo 20 Decreto 2535 de 
1993, "por el cual se expiden normas sobre 
armas, municiones y explosivos", el cual 
quedará así: 
Se adiciona un parágrafo al artículo 20 
Decreto 2535 de 1993, “por el cual se 
expiden normas sobre armas, municiones y 
explosivos”, estableciéndose que el 
Departamento de Control de Comercio de 
Armas,    Municiones   y    Explosivos      del 
Parágrafo. El Departamento de Control de 
Comercio de Armas, Municiones y 
Explosivos del Comando General de las 
Fuerzas Militares tendrá a su cargo la 
organización y administración de un registro 
en el cual deberán inscribirse todos los 
permisos previstos en este artículo o en las 
normas que lo modifiquen o sustituyan, y que 
deberá estar disponible para las autoridades 
que ejerzan funciones de Policía Judicial. 
Comando General de las Fuerzas Militares 
tendrá a su cargo la organización y 
administración de un registro en el cual 
deberán inscribirse todos los permisos 
previstos en este artículo o en las normas 
que lo modifiquen o sustituyan, y que deberá 
estar disponible para las autoridades que 
ejerzan funciones de Policía Judicial. 
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Artículo 20. Fabricación, tráfico y porte de 
armas, municiones de uso restringido, de uso 
privativo de las Fuerzas Armadas o 
explosivos. El que sin permiso de autoridad 
competente importe, trafique, fabrique, 
transporte, repare, almacene, conserve, 
adquiera, suministre, porte o tenga en un lugar 
armas o sus partes esenciales, accesorios 
esenciales, municiones de uso privado de las 
Fuerzas Armadas o explosivos, incurrirá en 
prisión de once (11) a quince (15) años. 
 
La pena anteriormente dispuesta se duplicará 
cuando concurran las circunstancias 
determinadas en el inciso 3° del artículo 
anterior. 
Modifica el artículo 366 de la Ley 599 de 
2000, en lo relacionado con las penas por 
fabricación, tráfico y porte de armas, 
municiones de uso restringido, de uso 
privativo de las Fuerzas Armadas o 
explosivos, fijándolas en prisión de once 
(11) a quince (15) años. 
ARTÍCULO 25. DETENCIÓN 
DOMICILIARIA PARA FAVORECER LA 
REINTEGRACIÓN DEL CONDENADO.  
Artículo 64. Libertad condicional. El juez 
podrá conceder la libertad condicional al 
condenado a pena privativa de la libertad 
previa valoración de la gravedad de la 
conducta punible, cuando haya cumplido las 
dos terceras partes de la pena y su buena 
conducta durante el tratamiento penitenciario 
en el centro de reclusión permita suponer 
fundadamente que no existe necesidad de 
continuar la ejecución de la pena. En todo 
caso su concesión estará supeditada al pago 
total de la multa y de la reparación a la 
víctima o se asegure el pago de ambas 
mediante garantía personal, prendaria, 
bancaria o mediante acuerdo de pago.  
Modifica el artículo 64 de la Ley 599 de 
2000, estableciendo que no habrá libertad 
condicional por el delito de fabricación, 
tráfico y porte de armas y municiones de uso 
privativo de las Fuerzas Armadas, y 
fabricación, tráfico y porte de armas de 
fuego, municiones o explosivos.   
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El tiempo que falte para el cumplimiento de la 
pena se tendrá como período de prueba. 
Cuando este sea inferior a tres años, el juez 
podrá aumentarlo hasta en otro tanto. 
 
PARÁGRAFO. La ejecución de la pena 
privativa de la libertad se cumplirá en el lugar 
de residencia o morada del sentenciado, 
excepto en los casos en que el sentenciado 
pertenezca al grupo familiar de la víctima, 
cuando haya cumplido la mitad de la condena 
y concurran los presupuestos contemplados en 
los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 38 de la 
Ley 599 de 2000, siempre que la pena 
impuesta no sea por delitos de genocidio, 
contra el Derecho Internacional Humanitario, 
desaparición forzada, secuestro extorsivo, 
tortura, desplazamiento forzado, tráfico de 
menores de edad, uso de menores de edad 
para la comisión de delitos, tráfico de 
migrantes, trata de personas, delitos contra la 
libertad, integridad y formación sexuales, 
extorsión, concierto para delinquir agravado, 
lavado de activos, terrorismo, usurpación y 
abuso de funciones públicas con fines 
terroristas, financiación del terrorismo y de 
actividades de delincuencia organizada, 
administración de recursos con actividades 
terroristas y de delincuencia organizada, 
financiación del terrorismo y administración 
de recursos relacionados con actividades 
terroristas, delitos relacionados con el tráfico 
de estupefacientes, fabricación, tráfico y porte 
de armas y municiones de uso privativo de las 
Fuerzas Armadas, y fabricación, tráfico y 
















Tabla 12. Análisis Decreto 1070 de 2015 
 
Decreto 1070 de 2015   AÑO: 2015 
TEMA QUE REGULA: Por el cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector 
Administrativo de Defensa. 
FECHA DE EXPEDICIÓN: Mayo 26 
de 2015. 
FECHA DE ENTRADA EN VIGENCIA: Mayo 26 
de 2015. 





ARTÍCULO 2.2.4.1.11. EXPLOSIVOS. Para 
la compra de explosivos en la Industria 
Militar, a que se refiere el artículo 51 del 
Decreto 2535 de 1993, el interesado deberá 
cumplir con lo siguiente: 
 
a) Entidades Públicas 
 
1. Solicitud de la entidad interesada, dirigida 
al Departamento Control Comercio Armas, 
Municiones y Explosivos, en Santafé de 
Bogotá o al Comandante de la Brigada, 
Unidad Táctica, Base Naval o Aérea de la 
ciudad en donde exista almacén de la 
Industria Militar, en la cual deberá indicarse: 
a) Clase, cantidad de explosivos y accesorios 
que necesitan. 
b) Actividad para la cual requiere el 
explosivo. 
c) Forma y seguridad del almacenamiento. 
d) Lugar donde se utilizarán los explosivos y 
ubicación exacta. 
 
2. Constancia expedida por la autoridad 
militar de la zona o lugar donde se van a 
emplear los explosivos: nombre de las 
personas designadas para su control y forma 
de empleo. 
3. Acreditar debidamente a la persona 
encargada de efectuar la tramitación y recibir 
el material solicitado. 
4. Libro de Control y movimiento de los 
explosivos y sus accesorios. 
5. Cuadro mensual de uso o empleo de 
explosivos y sus accesorios. 
En el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Administrativo de Defensa, se 
integran los requisitos establecidos en el 
artículo 51 del Decreto 2535 de 1993, para 
los interesados en la compra de explosivos, 
para: a. Entidades Públicas, b. Personas 
Jurídicas de Derecho Privado, c. Personas 




b) Personas Jurídicas de Derecho Privado. 
1. Solicitud en los términos de que trata el 
literal a) numeral 1 del presente artículo 
indicando: 
a) Clase, cantidad de explosivos y accesorios 
que necesita; 
b) Justificación de la cantidad de explosivos y 
accesorios solicitados; 
c) Prueba de la actividad para la cual se 
requiere el explosivo; 
d) Formas y Seguridad de almacenamiento; 
e) Ubicación exacta del lugar donde se 
utilizarán. 
2. Constancia expedida por la autoridad 
militar de la zona o lugar donde se van a 
emplear los explosivos: nombre de las 
personas designadas para su control y forma 
de empleo. 
3. Certificado de existencia y representación 
legal. 
4. Certificado judicial nacional vigente del 
representante legal. 
5. Licencia de exploración, explotación y 
permiso funcionamiento otorgado por las 
autoridades competentes. 
6. Libro de control y movimiento de 
explosivos y accesorios. 
7. Cuadro mensual de consumo de explosivos 
y accesorios. 
c) Personas Colombianas o extranjeras. 
1. Solicitud dirigida al Departamento Control 
Comercio Armas, Municiones y Explosivos 
en la guarnición de Santafé de Bogotá o al 
Comandante de la Brigada, Unidad Táctica, 
Base Naval o Aérea de la guarnición más 
cercana en donde exista almacén de la 
Industria Militar indicando lo siguiente: 
a) Clase, cantidad de explosivos y accesorios 
que necesita; 
b) Justificación de la cantidad de explosivos y 
accesorios solicitados; 
c) Forma y Seguridad de almacenamiento; 







2. Constancia expedida por la autoridad 
militar de la zona o lugar donde se van a 
emplear los explosivos, en la cual se dé el 
concepto y se registre el uso que les dará, las 
medidas de seguridad para su empleo, lugar 
de almacenamiento, nombre de la persona 
asignada para el control y forma de ejercerlo. 
3. Certificado judicial nacional vigente del 
solicitante. 
4. Libro de control y movimiento de los 
explosivos y accesorios. 
5. Cuadro mensual de uso o empleo de 
explosivos y sus accesorios. 
6. Para la explotación de minas de cualquier 
naturaleza, los peticionarios, deberán 
presentar la correspondiente licencia expedida 







Del análisis de la normatividad que regula el tema del delito de fabricación, tráfico y porte 
de explosivos en Colombia, se infiere lo siguiente: 
 
De acuerdo al artículo 223 de la Constitución Política de 1991, en Colombia el 
manejo de la importación y fabricación de armas, municiones de guerra y explosivos, está 
en manos del Estado, quien posee el monopolio de las armas, municiones de guerra y 
explosivos.  Es decir, que únicamente en el Estado reside la propiedad de armas, 
municiones de guerra y explosivos y el monopolio de éstos, de tal forma que los 
particulares en calidad de personas naturales o jurídicas, tienen la posibilidad de portar o 
tener armas, municiones de guerra y explosivos sólo con un permiso que otorga el Estado, 
según el cumplimiento de las condiciones que obliga la ley.  El control de las armas, 
municiones de guerra y explosivos en Colombia es realizado por el Comando General de 
las Fuerzas Militares, que se encarga del manejo de las armas, municiones de guerra y 
explosivos en manos de personas naturales y jurídicas, así como de las armas, municiones 
de guerra y explosivos en manos de la Fuerza Pública y otras entidades del Estado. 
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El Decreto 2535 de 1993, por el cual se expiden normas sobre armas, municiones y 
explosivos, es el que determina los procedimientos y competencias para la adquisición de 
las armas, municiones de guerra y explosivos por parte de personas naturales y jurídicas, 
además que establece los controles respectivos para cada caso.  De acuerdo a éste las armas 
de fuego se clasifican en: a) Armas de guerra o de uso privativo de la Fuerza Pública; b) 
Armas de uso restringido; y, c) Armas de uso civil.  El Decreto adopta medidas frente a la 
tenencia, porte, transporte, pérdida o destrucción de armas, municiones de guerra y 
explosivos, crea instituciones encargadas del control de estas, así como las competencias y 
funciones entre las distintas instancias gubernamentales relacionadas tales como Fuerzas 
Militares, Policía, Ejecutivo, etc. De la misma forma establece lineamientos generales 
frente a la importación y exportación de armas, municiones y explosivos, establece normas 
para talleres de armería, fábricas de artículos pirotécnicos y adquisición de materias primas, 
así como los clubes de tiro y caza y establece normas para los coleccionistas de armas de 
fuego. Por otro lado, el mismo decreto establece regulaciones para los servicios de 
vigilancia y seguridad privada, y determina procesos y procedimientos para la incautación, 
multas y decomiso de armas, explosivos y los accesorios. 
 
Por su parte el Decreto 1809 de 1993, por el cual se reglamenta el Decreto 2535. Se 
refiere al porte de armas de fuego por parte de la Fuerza Pública, estableciendo algunas 
especialidades en relación con el porte por parte de la Fuerza Pública; como son las armas, 
municiones de guerra o de uso privativo de la Fuerza Pública, y explosivos que pueden 
portar los miembros de los organismos nacionales de seguridad o cuerpos oficiales armados 
de carácter permanente creados o autorizados por la ley.  En ese sentido, realiza algunas 
precisiones de normas establecidas tales como tipos de armas, municiones de guerra y 
explosivos de uso privativo de la Fuerza Publica 
 
En el Código Penal Colombiano - Ley 599 de 2000 en el Libro II, Título V, capitulo 
II denominado delitos contra la seguridad pública, consagra en el artículo 366 lo referente 
al delito de fabricación, tráfico y porte ilegal de armas y municiones de uso privativo de las 
fuerzas armadas, el cual aparece configurado como delitos contra la seguridad pública y 
regulados en el Título XII del Código Penal (Ley 599 de 2000). Este artículo tipifica el 
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delito relacionado con el porte y tenencia de armas a saber: Fabricación, tráfico y porte de 
armas, municiones de uso restringido, de uso privativo de las fuerzas armadas o explosivos, 
y fija las penas para el mismo. 
 
En el Código Penal Militar - Ley 522 de 1999, se tipifica el desconocimiento del 
monopolio constitucional del Estado sobre las armas de fuego por parte de miembros de la 
Fuerza Pública. Es decir, por el solo hecho de ser un miembro de las Fuerzas Militares o de 
la Policía Nacional, no se tienen facultades para portar o tener armas de fuego, municiones 
y explosivos sin permiso de la autoridad competente. 
 
La Ley 1119 de 2006, Con esta Ley se modifica el artículo 87 del Decreto 2535 de 
1993, en lo relacionado con las multas, en el caso de los explosivos así: Multa equivalente a 
un cuarto (1/4) de salario mínimo legal mensual vigente, por  no informar dentro de los 
treinta (30) días siguientes a la autoridad militar competente de la jurisdicción sobre la 
pérdida o hurto del arma, munición, explosivo o sus accesorios; así como por transportar 
armas o municiones y explosivos sin cumplir con los requisitos de seguridad que para el 
transporte establezca el Comando General de las Fuerzas Militares. 
 
La Ley 1142 de 2007, por medio de la cual se reforman parcialmente las Leyes 906 
de 2004, 599 de 2000 y 600 de 2000 y se adoptan medidas para la prevención y represión 
de la actividad delictiva de especial impacto para la convivencia y seguridad ciudadana. 
Modifica el artículo 366 de la Ley 599 de 2000, en lo relacionado con las penas por 
fabricación, tráfico y porte de armas, municiones    de   uso   restringido,   de   uso privativo 
de las Fuerzas Armadas o explosivos, fijándolas en prisión de cinco (05) a quince (15) 
años. 
 
La Ley de Seguridad Ciudadana – 1453 de 2011, Esta iniciativa reforma aspectos del 
Código Penal, como son los artículos 356ª, 365 y 366.  Modifica el artículo 366 de la Ley 
599 de 2000, en lo relacionado con las penas por fabricación, tráfico y porte de armas, 
municiones de uso restringido, de uso privativo de las Fuerzas Armadas o explosivos, 
fijándolas en prisión de once (11) a quince (15) años. 
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Analizado el marco normativo del delito de fabricación, tráfico y porte de armas, 
municiones de uso restringido, de uso privativo de las Fuerzas Armadas o explosivos, se 
evidencia que el Estado colombiano ha regulado y actualizado constantemente la 
legislación sobre este tema cubriendo todos los aspectos relativos al uso, porte, tenencia, y 
transacción de explosivos, y reglamentando lo que tiene que ver con el uso, porte, tenencia 
y transacción de explosivos por parte de los organismos de seguridad del Estado y de los 
particulares. Así mismo, proporciona un claro régimen de multas y sanciones para quienes 
violen dicha normatividad. De igual forma, se puede afirmar que Colombia tiene un 






LA CONSAGRACIÓN EN EL CÓDIGO PENAL COLOMBIANO (LEY 599 DE 2000) 
DEL DELITO DE FABRICACIÓN, TRÁFICO Y PORTE DE EXPLOSIVOS 
 
Como se desprende el anterior análisis el delito en estudio (fabricación, tráfico y porte de 
explosivos), se enmarca en el artículo 366 de la Ley 599 de 2000 o Código Penal 
Colombiano, que consagró originalmente el delito de fabricación, tráfico y porte de armas y 
municiones de uso privativo de las Fuerzas Armadas, así:   
 
El que sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, repare, 
almacene, conserve, adquiera, suministre o porte armas o municiones de uso privativo 
de las fuerzas armadas, incurrirá en prisión de tres (3) a diez (10) años. La pena 
mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las circunstancias 
determinadas en el inciso 2 del artículo anterior. 
 
Encuadra el delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos en el artículo 366 de 
la Ley 599 de 2000, toda vez, que al hacer una revisión del Decreto 2535 de 1993, artículos 
8º y 9º, donde se establecen cuáles son las armas de uso privativo y restringido de las 
Fuerzas Armadas, se encuentra que dentro de las armas de uso privativo, están señalados en 
su literal g), las cargas explosivas, tales como bombas de mano, bombas de aviación, 
granadas de fragmentación, petardos, proyectiles y minas. Como se observa dentro de esta 
clasificación aparecen los explosivos, y más específicamente las granadas de fragmentación 
que son las que han sido utilizadas con frecuencia en los ataques contra los locales 
comerciales en la ciudad de Cúcuta. 
 
Por lo anterior, conviene ahora revisar cuáles han sido las modificaciones sufridas por 
el artículo 366 de la Ley 599 de 2000, en relación con el delito en comento. 
 
La primera modificación sufrida por el artículo 366 de la Ley 599 de 2000, se dio con 
la expedición de la Ley 890 de 2004 (Por la cual se modifica y adiciona el Código Penal), 
la cual en su artículo 14 estableció lo siguiente: 
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ARTÍCULO 14. Las penas previstas en los tipos penales contenidos en la Parte 
Especial del Código Penal se aumentarán en la tercera parte en el mínimo y en la 
mitad en el máximo. En todo caso, la aplicación de esta regla general de incremento 
deberá respetar el tope máximo de la pena privativa de la libertad para los tipos 
penales de acuerdo con lo establecido en el artículo 2o. de la presente ley.  
 
De acuerdo a lo anterior, el artículo 366 de la Ley 599 de 2000 a partir del 1o. de 
enero de 2005, se aumentaron las penas por este delito, así: 
 
ARTÍCULO 366. El que sin permiso de autoridad competente importe, trafique, 
fabrique, repare, almacene, conserve, adquiera, suministre o porte armas o 
municiones de uso privativo de las fuerzas armadas, incurrirá en prisión de cuarenta y 
ocho (48) a ciento ochenta (180) meses. 
 
La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las 
circunstancias determinadas en el inciso 2 del artículo anterior. 
 
Se observa que inicialmente la Ley 599 de 2000, consagró en su artículo 366, que las 
penas en prisión para quien sin permiso de autoridad competente importe, trafique, 
fabrique, repare, almacene, conserve, adquiera, suministre o porte armas o municiones de 
uso privativo de las Fuerzas Armadas, sería de tres (3) a diez (10) años, estableciendo 
además, que la pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las 
circunstancias determinadas en el inciso 2 del artículo anterior; sin embargo, la 
modificación introducida por la Ley 890 de 2004, fijó las penas de prisión en 48 meses 
como mínimo de la pena es decir se aumentó a cuatro (4) años como mínimo a imponer y 
180 meses equivalentes a 15 años como el máximo de la pena. De igual forma, reitero que 
La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las circunstancias 





En el año 2007, con la expedición de la Ley 1142 de 2007 (por medio de la cual se 
reforman parcialmente las Leyes 906 de 2004, 599 de 2000 y 600 de 2000 y se adoptan 
medidas para la prevención y represión de la actividad delictiva de especial impacto para la 
convivencia y seguridad ciudadana), nuevamente es modificado el artículo 366 de la Ley 
599 de 2000, estableciendo lo siguiente: 
 
Artículo 55. El artículo 366 de la Ley 599 de 2000, Código Penal, quedará así: 
 
Artículo 366. Fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo de 
las fuerzas armadas y explosivos. El que sin permiso de autoridad competente 
importe, trafique, fabrique, repare, almacene, conserve, adquiera, suministre o porte 
armas o municiones de uso privativo de las fuerzas armadas, o explosivos, incurrirá 
en prisión de cinco (5) a quince (15) años. 
 
La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las 
circunstancias determinadas en el inciso 2° del artículo anterior. 
 
 De acuerdo a lo anterior, la Ley de convivencia o seguridad ciudadana (1142 de 
2007), modifica nuevamente el artículo 365 de la Ley 599 de 2000 (Código Penal) 
aumentando la pena de prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ochenta (180) meses, a de 
cinco (5) a quince (15) años, para el delito de fabricación, tráfico y porte de armas y 
municiones de uso privativo de las Fuerzas Armadas. 
 
Se destaca de la Ley 1142 de 2007, que se hace relación específica en el artículo 55 
que modificó el artículo 366 de la Ley 599 de 2000, a los explosivos, lo cual no había sido 
establecido de manera directa en las dos leyes anteriores. 
 
La última modificación sufrida por el artículo 366 de la Ley 599 de 2000, fue dada 





ARTÍCULO 20. El artículo 366 de la Ley 599 de 2000 quedará así: 
 
Artículo 366. Fabricación, tráfico y porte de armas, municiones de uso restringido, de 
uso privativo de las Fuerzas Armadas o explosivos. El que sin permiso de autoridad 
competente importe, trafique, fabrique, transporte, repare, almacene, conserve, 
adquiera, suministre, porte o tenga en un lugar armas o sus partes esenciales, 
accesorios esenciales, municiones de uso privado de las Fuerzas Armadas o 
explosivos, incurrirá en prisión de once (11) a quince (15) años. 
 
La pena anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las circunstancias 
determinadas en el inciso 3o del artículo anterior. 
 
En base a lo anterior, y al ser esta última modificación la que se encuentra vigente, las 
penas para quienes incurran en la fabricación, tráfico y porte de armas, municiones de uso 
restringido, de uso privativo de las Fuerzas Armadas o explosivos es de prisión de once 
(11) a quince (15) años. 
 
Un ejemplo de lo anterior, está reflejado en el caso del Señor Ramón del Carmen 
Ortega, quien fue capturado durante el paro campesino del 19 de junio de 2013 en Ocaña 
(Norte de Santander), por la Policía portando explosivos; situación por la cual y atendiendo 
la solicitud de la Fiscalía, un juez condenó a 11 años por los delitos de fabricación, tráfico y 
porte de armas y municiones de uso restringido y privativo de las Fuerzas Armadas o 












CAPTURAS Y JUDICIALIZACIONES POR EL DELITO DE FABRICACIÓN, 
TRÁFICO Y PORTE DE EXPLOSIVOS, QUE SE PRODUJERON EN EL MUNICIPIO 
DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA, EN LOS AÑOS 2013-2014 
 
Para dar desarrollo a este objetivo se realizó una consulta personal a la Jefe de la 
Sección de Análisis Criminal de la Fiscalía General de la Nación, Seccional Cúcuta, sobre 
los casos registrados con respecto al tema.  Es preciso señalar que por ser uno de los 
integrantes de este trabajo, funcionario de la Fiscalía, no fue necesario realizar una solicitud 
formal para obtener la misma.  La información que se analizará a continuación reposa en la 
base de datos del Sistema Penal Oral Acusatorio – SPOA - Fiscalía General de la Nación, 
años 2013-2014. 
 
Cuadro 1. Número de casos registrados por el delito fabricación, tráfico y porte de armas de 
uso privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos) en los años 2013-2014 
AÑO NUMERO DE CASOS 
2013 19 
2014 98 
Fuente: Consulta de casos registrados en la base de datos del Sistema Penal Oral Acusatorio – SPOA - 
Fiscalía General de la Nación, años 2013-2014. 
 
Gráfico 1. Número de casos registrados por el delito fabricación, tráfico y porte de armas 
de uso privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos) en los años 2013-2014 
 


















 Frente a los casos registrados en la base de datos del Sistema Penal Oral Acusatorio 
– SPOA, años 2013-2014, por el por el delito fabricación, tráfico y porte de armas de uso 
privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos), se encuentra que en año 2013 se registraron 
19 casos, mientras que en el año 2014, fueron 98 casos. 
 
Cuadro 2. Numero de capturados por el delito fabricación, tráfico y porte de armas de uso 










Gráfico 2. Numero de capturados por el delito fabricación, tráfico y porte de armas de uso 
privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos) 
 
Fuente: Consulta de casos registrados en la base de datos del Sistema Penal Oral Acusatorio – SPOA, años 
2013-2014. 
 
Con relación al número de capturados por el delito fabricación, tráfico y porte de 
armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos) de acuerdo a los casos 
registrados en la base de datos del Sistema Penal Oral Acusatorio – SPOA, en los años 
2013-2014, se encuentra que en año 2013 se registraron 5 capturas, mientras que en el año 





















Cuadro 3. Numero de indiciados por el delito fabricación, tráfico y porte de armas de uso 
privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos) 
AÑO NUMERO INDICIADOS 
2013 5 
2014 112 





Gráfico 3. Numero de indiciados por el delito fabricación, tráfico y porte de armas de uso 
privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos) 
 




En cuanto al número de indiciados por el delito fabricación, tráfico y porte de armas 
de uso privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos) de acuerdo a los casos registrados en 
la base de datos del Sistema Penal Oral Acusatorio – SPOA, en los años 2013-2014, se 
encuentra que en año 2013 se registraron 5 indiciados, mientras que en el año 2014, fueron 





















Cuadro 4. Etapa del proceso indiciados y capturados por el delito fabricación, tráfico y 
porte de armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos) año 2013 
ETAPA DEL PROCESO NUMERO 
EJECUCIÓN DE PENAS (INACTIVO) 17 
EJECUCIÓN DE PENAS (ACTIVO) 2 




Gráfico 4. Etapa del proceso indiciados y capturados por el delito fabricación, tráfico y 
porte de armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos) año 2013 
 
Fuente: Consulta de casos registrados en la base de datos del Sistema Penal Oral Acusatorio – SPOA, años 
2013-2014. 
 
En referencia a la etapa en que se encuentra el proceso de los indiciados y 
capturados en el año 2013 por el delito fabricación, tráfico y porte de armas de uso 
privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos), de acuerdo a los casos registrados en la 
base de datos del Sistema Penal Oral Acusatorio – SPOA, en los años 2013-2014, se 
encuentra que de los casos registrados en el año 2013, 17 se encuentran inactivos en 




















Cuadro 5. Etapa del proceso indiciados y capturados por el delito fabricación, tráfico y 
porte de armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos) año 2014 
ETAPA DEL PROCESO NUMERO 
INDAGACIÓN INDICIADOS 30 
INDAGACIÓN CAPTURADOS 19 
INVESTIGACIÓN INDICIADOS 72 
INVESTIGACIÓN CAPTURADOS 68 
JUICIO INDICIADOS 3 
JUICIO CAPTURADOS 3 
TERMINACIÓN ANTICIPADA DEL PROCESO 
INDICIADOS 7 
TERMINACIÓN ANTICIPADA DEL PROCESO 
CAPTURADOS 2 
Fuente: Consulta de casos registrados en la base de datos del Sistema Penal Oral Acusatorio – SPOA, años 
2013-2014. 
 
Cuadro 5. Etapa del proceso indiciados y capturados por el delito fabricación, tráfico y 
porte de armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos) año 2014 
 
Fuente: Consulta de casos registrados en la base de datos del Sistema Penal Oral Acusatorio – SPOA, años 
2013-2014. 
 
En relación a la etapa en que se encuentra el proceso de los indiciados y capturados 
en el año 2014 por el delito fabricación, tráfico y porte de armas de uso privativo de las 
Fuerzas Armadas (Explosivos), de acuerdo a los casos registrados en la base de datos del 
Sistema Penal Oral Acusatorio – SPOA, en los años 2013-2014, se encuentra que de 
















Etapa del proceso indiciados y 














en indagación; 72 de los indiciados se encuentran en la etapa de investigación, 68 de los 
capturados están en investigación; 3 de los indiciados se encuentran en la etapa de juicio, y 
3 de los capturados están en etapa de juicio; 7 de los indiciados se acogieron a una 
terminación anticipada del proceso, y 2 de los capturados también terminaron su proceso de 






























INCIDENCIA EL DELITO DE FABRICACIÓN, TRÁFICO Y PORTE DE 
EXPLOSIVOS EN LA SEGURIDAD CIUDADANA DEL MUNICIPIO DE SAN JOSÉ 
DE CÚCUTA EN LOS AÑOS 2013-2014, Y PROPUESTA PARA LOGRAR UN MEJOR 
CONTROL A ESTE DELITO. 
 
El delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos ha incidido de manera negativa en la 
seguridad ciudadana del Municipio de San José de Cúcuta en los años 2013-2014, pues 
muchos de los atentados con explosivos, especialmente granadas, que se viven en la ciudad 
han cobrado la vida de ciudadanos, y la destrucción de viviendas y locales comerciales. 
 
 La utilización de explosivos y granadas, es una modalidad de disputa de las bandas 
criminales en Cúcuta, quienes han perpetrado ataques en su propósito de causar daño a los 
propietarios de los locales comerciales, y generar pánico en la ciudadanía, para lo cual han 
utilizado granadas de fragmentación y artefactos caseros.  
 
 Estos atentados, han desatado una generalizada sensación de inseguridad y de 
miedo, sobre todo en los sectores donde estos han ocurrido. Y se han vuelto constantes, ya 
que a través de su detonación se presiona el pago de extorsiones. 
 
 Una de las principales características de este delito es la dificultad para capturar y 
judicializar a quienes comenten este tipo de acciones; a lo cual se suma, que estos artefactos 
(granadas) se comercializan en el mercado negro de armas a un costo accesible, lo cual 
genera que los criminales los obtengan fácilmente.   
 
Como propuesta para lograr un mejor control a este delito, Cañizares (2013), en su 
artículo titulado: “Con explosivos y granadas, la nueva modalidad de disputa de las bandas 
criminales en Cúcuta”, expresó lo siguiente: 
 
Como conclusión proponemos cuatros escenarios para avanzar en una efectiva 
estrategia de lucha contra la criminalidad: i) ha quedado claro que a pesar del 
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fortalecimiento de la fuerza pública, el aumento del pie de fuerza y la asignación de 
funcionarios judiciales, no hemos logrado avances determinantes, que nos lleven a 
pensar que está cerca, el fin de las Bacrim. Pero ello implica también continuar el 
trabajo de individualización y judicialización, ii) es necesario atacar el fenómeno en 
su integralidad, esto incluye la lucha contra el testaferrato, el lavado de activos y la 
corrupción de todo tipo y es aquí donde encajan tal vez los dos elementos más 
importantes: iii) la recuperación de la confianza ciudadana no solo en las autoridades 
policiales sino también en nuestra autoridades civiles y iv) erradicar de una vez por 
todas la pobreza y la miseria de nuestra ciudad. (Semanario Virtual Caja de 
Herramientas, Edición N° 00341 – Semana del 1º al 7 de Marzo de 2013). 
 
Desde el punto de vista nuestro, consideramos que el principal problema relacionado 
con este delito es la facilidad con que se comercializan este tipo de elementos (granadas de 
fragmentación) en el mercado negro en Cúcuta; y, es que a pesar de que el control de este 
tipo de armas, recae sobre el Departamento Control Comercio Armas, Municiones y 
Explosivos (DCCA), Dependencia orgánica del Comando General de las Fuerzas Militares, 
en su Estado Mayor Conjunto, que tiene como función principal asesorar al Comandante y 
Jefe de Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Militares en el control del comercio de 
armas, municiones, explosivos y sus accesorios, elementos e insumos controlados por el 
Estado, coleccionistas de armas, clubes de tiro y caza en todo el territorio nacional, talleres 
de armería, polígonos, fábricas y expendios de artículos pirotécnicos, velando por el 
cumplimiento de las normas vigentes (Ley 1119/06, Decretos 2535/93, 1809/94, 334/02, 
4508/06);  los grupos delincuenciales logran acceder a ellas de manera ilegal. 
 
En Colombia, la Industria Militar INDUMIL, es quien produce y comercializa 
explosivos, los cuales principalmente son utilizados en diversos sectores de minería, obras 
de infraestructura civil, exploración y explotación de hidrocarburos. 
 
La venta de productos explosivos se hace a entidades públicas, personas jurídicas de 
derecho privado y personas naturales colombianas y extranjeras que tengan las 
autorizaciones vigentes del DCCA y Comando de la Unidad Militar de la Jurisdicción 
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correspondiente en donde se desarrollen las etapas del proyecto Minero, previo 
cumplimiento de los requisitos exigidos por las autoridades competentes. 
 
Con base en lo anterior, se considera que para evitar este tipo de atentados con 
explosivos, en la ciudad de Cúcuta, y en todo el país en general, se requiere fortalecer y 
precisar los mecanismos de control relacionados con la producción, importación, 
comercialización, distribución, venta directa, almacenamiento de este tipo de elementos; y 
se hace necesaria la restricción y el control de materias primas, insumos o productos con 
los cuales se están fabricando explosivos por parte de los grupos armados al margen de la 
ley. 
 
Además, es necesario tener en cuenta que en el problema de las facilidades para 
adquirir explosivos en esta ciudad, como en todo el país, también inciden los actores 
armados que hacen presencia en Colombia, ya que estos muchas veces cambian droga, por 
armas, con otros países, con lo cual ingresan de manera ilegal este tipo de elementos al 
mercado ilegal o negro en Colombia,  y esta es una de las situaciones que se presenta en la 
ciudad de Cúcuta, donde por su frontera cruzan todo tipo de armas y explosivos 
provenientes de Venezuela y otros países que hacen su ingreso por el vecino país. 
 
Y es que los pocos controles existentes en otros países productores de armas como 
Estados Unidos, China, Francia y Rusia, facilita la adquisición de éstas por parte de los 
grupos delincuenciales. Sin embargo, este tráfico ilícito de armas y explosivos, la 
circulación ilegal y poco transparente de las mismas conlleva graves efectos en materia de 
seguridad, por lo que se hace necesario también establecer convenios internacionales de 
cooperación en la lucha contra la comercialización de armas y explosivos; así como 
mecanismos de cooperación aduanera transfronteriza para el control del tráfico de este tipo 
de elementos. 
 
Sin embargo, no se puede desconocer, como lo expresan Pinedo & Ardila (2013), en 
su artículo titulado “La cooperación internacional para el control del tráfico de armas, 
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municiones y explosivos: un mecanismo para la generación de seguridad ontológica en 
Colombia”, que: 
 
Colombia es partícipe de diferentes mecanismos de cooperación internacional para la 
lucha contra el tráfico de armas, municiones y explosivos tanto en el ámbito regional 
como internacional, lo cual ha llevado al desarrollo de herramientas jurídicas y 
operativas que han generado una mayor capacidad de control de este fenómeno, 
teniendo en cuenta la condición transnacional con la que se presenta y las diversas 
esferas que afecta. 
 
Dentro de dichos mecanismos se destacan: el "Programa de acción para prevenir, 
combatir y eliminar el tráfico ilícito de armas pequeñas y ligeras en todos sus 
aspectos", vigente desde el año 2001 y suscrito en el marco de la Organización de 
Naciones Unidas; la "Convención Interamericana contra la fabricación y el tráfico 
ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados" 
(CIFTA), vigente desde el año 1997 y contemplada en el esquema institucional de la 
OEA; la "Decisión 552 del Consejo Andino por el que se aprueba el Plan Andino 
para la prevención, combate y erradicación del tráfico ilícito de armas pequeñas y 
ligeras en todos sus aspectos", vigente desde el año 2003 y la "Decisión 7/98 del 
Consejo del Mercado Común, por la que se aprueba el Mecanismo Conjunto de 
registro de compradores y vendedores de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados, vigente desde 1998. 
 
A pesar de lo anterior, esto no ha sido suficiente para evitar el ingreso de armas y 
explosivos de manera ilegal al país, las cuales van a parar a los grupos armados ilegales o 
delincuenciales, quienes las utilizan para cometer sus ilícitos.  
 
Todo esto, nos lleva a plantear una serie de estrategias dirigidas a contrarrestar la 




1. Se deben revisar los convenios mecanismos de cooperación internacional para la 
lucha contra el tráfico de armas, municiones y explosivos, especialmente en estos 
tiempos donde diferentes países se han visto afectados por atentados terroristas, los 
cuales se han realizado utilizando artefactos explosivos, y que han generado muertos, 
heridos y destrucción de infraestructuras.   
 
2. Se deben crear mecanismos que fortalezcan los controles al interior de las Fuerzas 
Armadas, en lo relacionado con la comercialización, tráfico y uso de explosivos, ya 
que también la corrupción al interior de éstos, genera de cierta forma que este tipo de 
elementos llegue al mercado negro. 
 
3. Se deben implementar campañas de sensibilización con la ciudadanía, invitando a 
esta a denunciar los casos en los cuales existan personas que tengan en su poder 
material explosivo obtenido ilegalmente con fines ilícitos. 
 
4. Se deben fortalecer los controles dirigidos a desmantelar los sitios donde se 
comercializan armas y explosivos en la ciudad, capturando y judicializando a quienes 
facilitan la adquisición de estos elementos a los grupos o bandas delincuenciales. 
 
5. Finalmente, es necesario entender que la seguridad ciudadana, no solo depende de 
la Fuerza Pública, sino que todos sus habitantes, también deben contribuir a la misma, 
mediante las denuncias y la colaboración con la justicia y la policía, a fin de que estos 





CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
En cuanto a la consagración normativa del manejo de la importación y fabricación de 
armas, municiones de guerra y explosivos, el artículo 223 de la Constitución Política de 
1991, establece que este está en manos del Estado, quien posee el monopolio de las armas, 
municiones de guerra y explosivos.  Es decir, que únicamente en el Estado reside la 
propiedad de armas, municiones de guerra y explosivos y el monopolio de éstos, de tal 
forma que los particulares en calidad de personas naturales o jurídicas, tienen la posibilidad 
de portar o tener armas, municiones de guerra y explosivos sólo con un permiso que otorga 
el Estado, según el cumplimiento de las condiciones que obliga la ley.   
 
Por su parte, el control de las armas, municiones de guerra y explosivos en Colombia 
recae sobre el Departamento Control Comercio Armas, Municiones y Explosivos (DCCA), 
Dependencia orgánica del Comando General de las Fuerzas Militares, en su Estado Mayor 
Conjunto, que tiene como función principal asesorar al Comandante y Jefe de Estado 
Mayor Conjunto de las Fuerzas Militares en el control del comercio de armas, municiones, 
explosivos y sus accesorios, elementos e insumos controlados por el Estado, coleccionistas 
de armas, clubes de tiro y caza en todo el territorio nacional, talleres de armería, polígonos, 
fábricas y expendios de artículos pirotécnicos, velando por el cumplimiento de las normas 
vigentes (Ley 1119/06, Decretos 2535/93, 1809/94, 334/02, 4508/06). Y la Industria Militar 
INDUMIL, es quien produce y comercializa explosivos, los cuales principalmente son 
utilizados en diversos sectores de minería, obras de infraestructura civil, exploración y 
explotación de hidrocarburos. 
 
En relación con la consagración en el Código Penal Colombiano (Ley 599 de 2000)  
el delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos, este se encuentra contenido en el 
Libro II, Título V, capitulo II denominado delitos contra la seguridad pública, consagra en 
el artículo 366 lo referente al delito de fabricación, tráfico y porte ilegal de armas y 
municiones de uso privativo de las fuerzas armadas, el cual  aparece configurado como 
delitos contra la seguridad pública y regulados en el Título XII del Código Penal (Ley 599 
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de 2000). Este artículo tipifica el delito relacionado con el porte y tenencia de armas a 
saber: Fabricación, tráfico y porte de armas, municiones de uso restringido, de uso 
privativo de las fuerzas armadas o explosivos, y fija las penas para el mismo.  Además, la 
Ley de Seguridad Ciudadana – 1453 de 2011, modifica el artículo 366 de la Ley 599 de 
2000, en lo relacionado con las penas por fabricación, tráfico y porte de armas, municiones 
de uso restringido, de uso privativo de las Fuerzas Armadas o explosivos, fijándolas en 
prisión de once (11) a quince (15) años. 
 
Analizado el marco normativo del delito de fabricación, tráfico y porte de armas, 
municiones de uso restringido, de uso privativo de las Fuerzas Armadas o explosivos, se 
evidencia que el Estado colombiano ha regulado y actualizado constantemente la 
legislación sobre este tema cubriendo todos los aspectos relativos al uso, porte, tenencia, y 
transacción de explosivos, y reglamentando lo que tiene que ver con el uso, porte, tenencia 
y transacción de explosivos por parte de los organismos de seguridad del Estado y de los 
particulares. Así mismo, proporciona un claro régimen de multas y sanciones para quienes 
violen dicha normatividad. De igual forma, se puede afirmar que Colombia tiene un 
régimen de permisos y trámites bastante restrictivo.  
 
En lo referente a los casos registrados en la base de datos del Sistema Penal Oral 
Acusatorio – SPOA, años 2013-2014, por el por el delito fabricación, tráfico y porte de 
armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos), se encuentra que en año 2013 
se registraron 19 casos, mientras que en el año 2014, fueron 98 casos; con relación al 
número de capturados por el delito fabricación, tráfico y porte de armas de uso privativo de 
las Fuerzas Armadas (Explosivos), se encuentra que en año 2013 se registraron 5 capturas, 
mientras que en el año 2014, fueron 92 los capturados por este delito; en cuanto al número 
de indiciados por el delito fabricación, tráfico y porte de armas de uso privativo de las 
Fuerzas Armadas (Explosivos) en el año 2013 se registraron 5 indiciados, mientras que en 
el año 2014, fueron 112 los indiciados por este delito; frente a la etapa en que se encuentra 
el proceso de los indiciados y capturados en el año 2013 por el delito fabricación, tráfico y 
porte de armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos), se encuentra que de 
los casos registrados en el año 2013, 17 se encuentran inactivos en ejecución de penas; 
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mientras que 2 se encuentran activos en ejecución de penas; en relación a la etapa en que se 
encuentra el proceso de los indiciados y capturados en el año 2014 por el delito fabricación, 
tráfico y porte de armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas (Explosivos),  se 
encuentra que de indiciados 30 se encuentran en la etapa de indagación; 19 de los 
capturados se encuentran en indagación; 72 de los indiciados se encuentran en la etapa de 
investigación, 68 de los capturados están en investigación; 3 de los indiciados se 
encuentran en la etapa de juicio, y 3 de los capturados están en etapa de juicio; 7 de los 
indiciados se acogieron a una terminación anticipada del proceso, y 2 de los capturados 
también terminaron su proceso de manera anticipada. 
 
El delito de fabricación, tráfico y porte de explosivos ha incidido de manera 
negativa en la seguridad ciudadana del Municipio de San José de Cúcuta en los años 2013-
2014, pues la utilización de explosivos y granadas, es una modalidad de disputa de las 
bandas criminales en Cúcuta, quienes han perpetrado ataques en su propósito de causar 
daño a los propietarios de los locales comerciales, y generar pánico en la ciudadanía, para 
lo cual han utilizado granadas de fragmentación y artefactos caseros; generando además 
muertos, heridos, y la destrucción de viviendas y locales comerciales.  Estos atentados, han 
desatado una generalizada sensación de inseguridad y de miedo, sobre todo en los sectores 
donde estos han ocurrido. Y se han vuelto constantes, ya que a través de su detonación se 
presiona el pago de extorsiones. 
 
Una de las principales características de este delito es la dificultad para capturar y 
judicializar a quienes comenten este tipo de acciones; a lo cual se suma, que estos artefactos 
(granadas) se comercializan en el mercado negro de armas a un costo accesible, lo cual 
genera que los criminales los obtengan fácilmente; por lo que la primera acción a 
desarrollar es desmantelar estos expendios ilegales de armas y explosivos; además, se 
requiere fortalecer y precisar los mecanismos de control relacionados con la producción, 
importación, comercialización, distribución, venta directa, almacenamiento de este tipo de 
elementos; y se hace necesaria la restricción y el control de materias primas, insumos o 
productos con los cuales se están fabricando explosivos por parte de los grupos armados al 
margen de la ley. 
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Finalmente, las recomendaciones están enfocadas en las acciones propuestas para 
contrarrestar la comercialización ilegal de explosivos, para lo cual consideramos que se 
debe: 1. Revisar los convenios mecanismos de cooperación internacional para la lucha 
contra el tráfico de armas, municiones y explosivos; 2. Crear mecanismos que fortalezcan 
los controles al interior de las Fuerzas Armadas, en lo relacionado con la comercialización, 
tráfico y uso de explosivos; 3. Implementar campañas de sensibilización con la ciudadanía, 
invitando a esta a denunciar los casos en los cuales existan personas que tengan en su poder 
material explosivo obtenido ilegalmente con fines ilícitos; 4. Fortalecer los controles 
dirigidos a desmantelar los sitios donde se comercializan armas y explosivos en la ciudad, 
capturando y judicializando a quienes facilitan la adquisición de estos elementos a los 
grupos o bandas delincuenciales; e, 5. Invitar a la ciudadanía a denunciar, y a colaborar  
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